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Resumen ejecutivo

Este proyecto responde a la convocatoria que un grupo de asociaciones gre-
miales hizo a académicos de tres universidades chilenas, para que propusieran 
medidas de corto, mediano y largo plazo, con el fi n de que Chile vuelva a 
transitar por una senda de mayor crecimiento y que, además, dicho crecimien-
to sea sostenible. Se revisaron políticas económicas y sociales, identifi cando 
aquellas que, a nuestro juicio, resultan indispensables para retomar el creci-
miento y aumentar la productividad.

Hemos aprendido que el crecimiento no está garantizado. La acumula-
ción de recursos físicos y humanos y las mejoras de productividad requieren 
de una gran dosis de esfuerzo, pero también de un marco de confi anza y esta-
bilidad. Para invertir y educarse, para incorporar nuevas tecnologías y brindar 
mejores servicios a la población es necesario que los chilenos crean que es 
posible un futuro mejor. 

Además de las políticas de impulso al crecimiento de las que habla este 
documento, se deben dedicar esfuerzos a modernizar y perfeccionar institu-
ciones públicas existentes, así como avanzar hacia nuevas instituciones, efi -
cientes, bien gestionadas, con mandatos claros y evaluaciones objetivas e 
independientes, que devuelvan la confi anza de los chilenos en la calidad de 
las reformas y políticas públicas y que impidan la negligencia, el abuso y la 
arbitrariedad en su implementación. 

Reformas propuestas:

1. Políticas Macroeconómicas para el Crecimiento 
Nuestras propuestas incluyen reformas sustanciales que permitan crear un sis-
tema tributario simple, predecible y comprensible por todos los agentes, que 
incentive la inversión, minimice las distorsiones de precios relativos y entre 
sectores económicos, grave las externalidades negativas y propenda a la equi-
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dad tributaria horizontal. Entre las muchas medidas destacan derogar el régi-
men semi-integrado, eliminar el mecanismo de renta presunta, igualar la tasa 
máxima para personas con la de primera categoría, introducir una política de 
depreciación instantánea para incentivar la inversión, permitir que se deduzca 
del impuesto a las utilidades una tasa de retorno libre de riesgo para el capital 
que se reinvierte, e igualar las tasas de impuestos específi cos a los combusti-
bles de manera progresiva. 

Proponemos fortalecer tanto la regla fi scal –con una serie de mejoras 
institucionales que aseguren la adhesión al equilibrio fi scal– como el Consejo 
Asesor Fiscal, mandatado para aumentar la transparencia y rendición efectiva 
de cuentas de las autoridades en materias de política fi scal. Asimismo, suge-
rimos que se estudie la separación de los dos componentes principales de la 
regla: el que dice relación con el sector cobre (por su condición de recurso no 
renovable) y el que se refi ere a la desviación entre el crecimiento de tendencia 
y el crecimiento observado. 

Además, crear una nueva institución para apoyar el proceso de toma de 
decisiones del Congreso –llamada Centro de Análisis Presupuestario, CAP– 
encargada de producir análisis independientes de los efectos presupuestarios 
y económicos de todos los proyectos de ley. 

2. Modernización del Estado 
Se debe crear una política permanente de modernización del Estado, que so-
brepase el ciclo político de los gobiernos de turno. Adicionalmente se debe 
crear un sistema de información del Estado, con una base de datos centrali-
zados de acceso abierto alojada en el INE, que provea evidencia sólida para 
basar el diseño y evaluación de las políticas públicas.

Proponemos reenfocar la gestión pública para que exista planifi cación 
estratégica y, principalmente, una operación orientada a satisfacer a los ciuda-
danos, usando como criterio guía el “cumpla o justifi que”. 

Para potenciar el uso de los recursos humanos del sector público pro-
ponemos una política laboral en la que todo nuevo servidor público sea con-
tratado por méritos y de acuerdo a un régimen similar al Código del Trabajo. 
La adhesión a dicho régimen será voluntaria para los actuales funcionarios de 
planta. Para los directivos del sector público planteamos extender la selección 
vía ADP e introducir evaluaciones obligatorias de desempeño por entes exter-
nos.

Proponemos la creación de dos agencias permanentes e independientes 
para aumentar la productividad: una dedicada a hacer propuestas de simpli-
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fi cación y coherencia regulatoria y otra enfocada a la evaluación ex post de la 
calidad las políticas públicas.

Se propone, además, reformar el gobierno corporativo de las empresas 
públicas siguiendo la experiencia de Codelco, incluyendo la sujeción a Ley 
de Sociedades Anónimas, focalización en la gestión y en la maximización de 
valor y profesionalizar sus directores incluyendo terminar con la presencia de 
ministros en los directorios.

3. Grandes Proyectos e Infraestructura 
Hoy tenemos défi cit de infraestructura y constituye un freno importante para 
el crecimiento del país. Suscribimos la opinión del Consejo para las Políticas 
de Infraestructura que resulta necesario desarrollar una política nacional de 
infraestructura que comience con el refuerzo y profesionalización de los equi-
pos técnicos y gerenciales de los ministerios que intervienen en la creación de 
planes, programas y proyectos de infraestructura, asegurando su continuidad 
y blindándolos de la interferencia política. Hay que exigir transparencia com-
pleta en la evaluación de los proyectos de infraestructura de manera que sean 
efectivamente auditables y fortalecer el rol estratégico del MOP. 

Considerando que los montos que se deben invertir están más allá del 
alcance del Estado, se necesita dar un fuerte impulso a la participación privada 
en la construcción y gestión de obras públicas, tanto en aquellas en las que los 
usuarios pagan por los servicios (aeropuertos, carreteras) como aquellas que 
no pueden ser cobradas (cárceles, hospitales). Se debe profundizar el sistema 
de concesiones, mejorando la calidad de los contratos para darles mayor ca-
pacidad de adaptación a circunstancias cambiantes, incorporando cláusulas 
sobre nuevas inversiones y tecnologías, mejorando los mecanismos de resolu-
ción de controversias.

El crecimiento en Chile pasa por la realización de grandes proyectos de 
generación eléctrica, mineros, basurales, etc. los cuales suelen resultar confl ic-
tivos porque los benefi cios se reciben a nivel nacional y los costos son muchas 
veces solo para comunidades locales. Proponemos una sustancial mejora de la 
regulación de estos proyectos, incluyendo la planifi cación integral del territo-
rio, espacios normados de participación ciudadana, validación formal de inter-
locutores en la discusión de los proyectos y mejor coordinación de las agencias 
públicas encargadas de la evaluación de impacto ambiental.

4. Políticas de Desarrollo Productivo 
Es conveniente que la economía chilena diversifi que sus ventajas comparativas 
con el objetivo de hacer que sus ingresos por exportaciones sean más resisten-
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tes frente a shocks internacionales (fundamentalmente, del precio del cobre). 
Sin despreciar lo que el cobre pueda continuar aportando, es indispensable ir 
creando mayores fuentes de fortaleza y competitividad en nuestra economía. 
Se proponen lineamientos para la creación de políticas de desarrollo produc-
tivo que permitan reordenar y racionalizar la multiplicidad de programas alo-
jados en Corfo, Sercotec o Conicyt, que tengan baja probabilidad de captura, 
que estén enfocadas en el desarrollo de características deseables de la indus-
tria chilena pero dejando al mercado la tarea de escoger sectores y empresas 
específi cas, con apoyos públicos modestos pero concentrados, otorgados por 
una sola vez y evaluados periódicamente por entes externos de modo tal que 
dejen de operar una vez que se consigue el objetivo perseguido, o cuando la 
evidencia indique que no están produciendo los resultados esperados. 

Se propone fomentar la capacitación y formación de capital humano para 
las industrias en las que el país ya cuenta con ventajas comparativas o podría 
desarrollarlas. Es por lo mismo que debemos reforzar la protección a la propie-
dad intelectual e industrial. Las patentes juegan un rol central en el proceso de 
innovación y aumento de la productividad. Se debe fomentar la patentización 
y reducir los excesivos tiempos de tramitación de las patentes.

5. Políticas de Educación 
Se sabe que la educación es el pilar de cualquier economía para generar un 
crecimiento sostenido y sustentable. El informe McKinsey (2017) indica que en 
Chile aproximadamente el 50% de las actividades que desarrollan los indivi-
duos son potencialmente reemplazables por máquinas. Por esto, el desafío de 
adaptabilidad y educación para nuestra fuerza de trabajo es enorme. 

Se debe comenzar desde la etapa más temprana con una mayor cobertu-
ra de la educación parvularia y con aumentos sustanciales de la calidad. Para 
ello proponemos extender la subvención escolar a nivel parvulario, crear un 
sistema de aseguramiento de la calidad, incentivar la participación de provee-
dores privados para niños en situación de pobreza con un sistema de fi nan-
ciamiento específi co para zonas vulnerables, y acabar paulatinamente con la 
JUNJI, Integra y los subsidios vía transferencia fi scal para crear un solo orga-
nismo que garantice el acceso de los infantes a la educación a través de leyes, 
apoyo y fi nanciamiento de nuevos jardines infantiles.

En la educación pública escolar es necesario realizar mejoras sustanciales 
en la gestión y responsabilidad social. Proponemos realizar mejoras los niveles 
de profesionalización de los directores de los distintos estamentos educacio-
nales, para tener buenos administradores y mejores líderes pedagógicos. Pero 
se les debe otorgar herramientas de gestión por lo que proponemos que los 
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profesores nuevos sean contratados bajo el nuevo Código del Trabajo y que 
se ofrezca el traslado voluntario para los profesores más antiguos, de modo 
de eliminar la rigidez contractual y salarial de los profesores que impone el 
Estatuto Docente. Este no permite premiar a los mejores docentes, deprime 
los salarios de los profesores jóvenes, e imposibilita que los directores puedan 
contratar a los mejores pedagogos. Proponemos medidas que incluyen reducir 
y simplifi car los más de 1.800 procedimientos burocráticos del Mineduc que 
redundan en que un tercio del tiempo de los directivos de las escuelas se 
malgastan lidiando con normas, informes, rendiciones, inspecciones, multas y 
sanciones.

En la educación técnico-profesional el objetivo es generar una mejor co-
nexión entre lo que aprenden los jóvenes y lo que necesitan las empresas. 
Se propone reasignar una parte signifi cativa de los recursos públicos destina-
dos actualmente a la educación universitaria hacia los CFT e IP, sobre la base 
de criterios de calidad de educación y rendimiento de los alumnos benefi cia-
rios. Fortalecer el sistema de educación dual, de modo que parte de la educa-
ción de los jóvenes se realice en la empresa. 

En educación superior, la formación de profesionales y científi cos de alto 
nivel es crucial para incentivar de manera sostenible la innovación, la adop-
ción de tecnología, los aumentos de productividad y el crecimiento econó-
mico. Desde este punto de vista la gratuidad no es el mecanismo de fi nan-
ciamiento adecuado. Es por ello que el voto de mayoría de esta comisión es 
eliminar el sistema actualmente en operación y reemplazarlo por un sistema 
de becas y créditos contingentes al ingreso para los más vulnerables y acortar 
el largo de las carreras universitarias, lo que reduce adicionalmente el costo 
fi nanciero para el Estado. 

Se propone mejorar el manejo de la educación universitaria en tres di-
mensiones. Primero, abrir el CRUCH a la participación de todas las universida-
des chilenas –públicas o privadas– que tengan un mínimo nivel de acreditación 
institucional, evitando que se produzca una diferenciación artifi ciosa y contra-
producente entre ellas, y desincentivando el lobby individual y el confl icto. 
Segundo, desarrollar una política de asignación de fondos más equilibrada 
entre universidades, IP y CFT basada en criterios que revelen la contribución 
de las instituciones a la provisión de bienes públicos y a la formación de capital 
humano. Tercero, evitar la asignación presupuestaria anual de fondos públicos 
(un área de fácil politización) y asignar el fi nanciamiento por un número fi jo de 
años al cabo de los cuales se evalúa a las instituciones por la productividad 
lograda.
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6. Políticas Laborales 
Un crecimiento sustentable exige que los trabajadores sean capaces de adap-
tarse con ventaja a los continuos cambios tecnológicos, demográfi cos y so-
ciales y que las empresas puedan sobrevivir sobre la base de una creciente 
productividad. Nuestro Código del Trabajo no se hace cargo de las nuevas 
realidades del mercado laboral (trabajo remoto, on-demand, temporal, con-
tingente, parcial) y menos aún de los desafíos que se avecinan. Su principal 
debilidad es que exacerba la confl ictividad en las relaciones laborales y la ne-
gociación queda circunscrita principalmente a la determinación del bono de 
término de confl icto.

Resulta imperativo crear un mercado laboral dinámico y competitivo, sin 
perder de vista que el objetivo fi nal de la regulación laboral es que trabajado-
res y empresa tengan un poder relativo de negociación equilibrado. 

Entre las medidas se propone cambiar la actual indemnización por des-
pido de un mes por año con un tope de once meses por una indemnización 
a todo evento con un tope de cinco meses. El hecho que ese ahorro solo sea 
recuperable cuando es despedido, limita la movilidad del trabajador por deci-
sión propia. A su vez, un empleador puede verse desincentivado a despedir a 
un trabajador, aunque sea conveniente hacerlo, por razones de liquidez.

Asimismo, se propone ampliar el ámbito de la negociación colectiva en el 
procedimiento reglado para que pueda incluir materias relevantes que hoy no 
son sujeto de negociación por encontrarse defi nidas en el Código del Trabajo. 
Adicionalmente, proponemos permitir el reemplazo interno durante la huelga 
porque creemos que es la forma más razonable de conciliar el derecho al tra-
bajo y el derecho a huelga con la provisión del servicio que la empresa debe 
otorgar a sus consumidores. 

En otra área, es necesario fortalecer las políticas para incentivar la partici-
pación laboral femenina, ofreciendo alternativas de calidad para el cuidado de 
los niños en edad de asistir a salas cunas y en etapa preescolar.  

7. Mayor Competencia para el Crecimiento 
La institucionalidad de libre competencia de Chile está a la altura de las me-
jores prácticas que existen en el mundo. Aun así, existen espacios de mejoras 
en al menos tres áreas. 

Primero, se debe fortalecer aún más la institucionalidad haciendo que la 
FNE sea más autónoma del gobierno y que tenga un presupuesto congruente 
con la tarea que se le ha encomendado.

Segundo, es fundamental mejorar la competitividad en mercados donde 
aún quedan trabas legales y/o, regulatorias y ventajas competitivas artifi ciales 
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que impiden una mayor competencia o la entrada de nuevos y mejores com-
petidores. Entre las medidas propuestas están revisar nuestras leyes y regula-
ciones que limitan la aparición y consolidación de oferentes de soluciones des-
intermediadas (p.e., taxis, hoteles, turismo, medio de pago) en desmedro de 
los consumidores; avanzar en la homologación automática de certifi caciones 
y títulos para países con mejores estándares que Chile, y modifi car las leyes y 
reglamentos necesarios para fomentar la competencia en los medios de pago 
con tarjeta.

Tercero, estudiar la eliminación de limitaciones legales que reducen la 
competencia, entre las cuales están las relativas a notarias y conservadores de 
bienes raíces, el cabotaje marítimo y los prácticos de puerto, y la exclusividad 
de las farmacias para la venta de medicamentos sin receta.

Cuarto, proponemos aumentar la competencia en mercados que son re-
levantes para la sustentabilidad del crecimiento y la efi ciencia de la economía, 
incluyendo medidas para controlar las externalidades negativas que causa el 
transporte terrestre de carga; una propuesta para que la regulación de todas 
las industrias donde hay facilidades esenciales establezca plazos de acceso 
y multas sustanciales por dilación en el acceso; la creación de un Panel de 
Expertos en Telecomunicaciones que reduzca la excesiva judicialización de las 
disputas; la licitación de la carteras de las AFP, y la profundización de los mer-
cados de agua cruda





Motivación

El origen de este proyecto está en la convocatoria que cinco asociaciones 
gremiales hicieron a académicos economistas de tres universidades chilenas 
para que propusieran medidas de corto, mediano y largo plazo, con el fi n de 
que Chile vuelva a transitar por una senda de mayor crecimiento  y que, ade-
más, sea sostenible. Para tal efecto, nos reunimos regularmente durante seis 
meses a discutir propuestas y explorar consensos en torno a éstas. Nuestro 
objetivo es aportar a la discusión de políticas económicas y sociales, identifi -
cando aquellas que, a nuestro juicio, resultan indispensables para retomar el 
crecimiento y aumentar la productividad. Recuperar una senda sostenida de 
crecimiento económico es fundamental para el futuro de la economía chilena 
y para asegurar un desarrollo más inclusivo.

Entendemos que el crecimiento es un medio, no un fi n en sí mismo. Un 
mayor crecimiento permitirá no solo dar respuestas a las actuales necesidades 
de los chilenos, sino que, además, hará posible enfrentar de mejor manera los 
desafíos que vendrán en el futuro como resultado de cambios económicos, 
demográfi cos, sociales, y políticos. Mayor crecimiento económico no es una 
condición sufi ciente para mejorar el bienestar de las actuales y futuras gene-
raciones, pero sí es una condición necesaria. Sin un mayor crecimiento eco-
nómico no habrá un aumento sostenible y signifi cativo en el bienestar de las 
actuales y futuras generaciones; no habrá ingresos para fi nanciar transferencias 
sufi cientes para los más vulnerables, ni tampoco se generan los recursos nece-
sarios para corregir las muchas debilidades que tiene nuestro país. 

Hemos aprendido que el crecimiento no está garantizado. Un mayor cre-
cimiento económico exige sacrifi cios, esfuerzo, creatividad y trabajo en equi-
po. No se trata solo de aumentar la inversión en capital físico, infraestructura 
y capital humano, sino además lograr un uso más productivo de los recursos 
de que dispone la sociedad en la empresa privada, en las universidades y en 
el sector público. La acumulación de recursos físicos y humanos y las mejoras 
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de productividad requieren de una gran dosis de esfuerzo, pero también de 
un marco de confi anza y estabilidad. Para invertir y educarse, para incorporar 
nuevas tecnologías y brindar mejores servicios a la población es necesario que 
los chilenos crean que es posible un futuro mejor. 

Un componente central en el proceso de crecimiento es la confi anza. La 
confi anza se puede defi nir como “la esperanza fi rme que se tiene de una per-
sona o cosa”, “la fi rme creencia en la honestidad, integridad y justicia de otra 
persona”, o el “sentimiento de seguridad de una persona respecto de otra 
o de algo”1. La confi anza entonces está afectada cuando se pone en duda la 
honestidad, la integridad, la justicia y la seguridad de o en terceros.

Quien emprende un proyecto modernizador requiere confi anza en que 
razonablemente podrá ver el fruto de su esfuerzo; el que invierte en educarse 
y capacitarse requiere confi anza en que es posible acceder a un empleo más 
productivo; y el que postula a un cargo público requiere confi anza en que po-
drá llevar a cabo su misión con honestidad y efi cacia. Para que un trabajador 
entregue lo mejor de sí a su trabajo, necesita confi ar en que su empleador 
también está preocupado de su bienestar; y el empleador debe confi ar en que 
sus trabajadores actúan de buena fe. Para que el sistema económico opere 
bien el consumidor requiere confi ar en que las empresas han producido con 
estándares de calidad aceptables y sin abusar de su posición en el mercado. 
A su vez, los productores requieren confi anza en que sus clientes actuarán co-
rrectamente y cumplirán con sus obligaciones.

Chile está sufriendo una crisis muy profunda de confi anza, que alcanza 
a personas e instituciones, que se arrastra por largo tiempo, y que ha contri-
buido a producir un virtual estancamiento de nuestra economía. Algunas de 
nuestras instituciones económicas, políticas, gremiales y sociales importantes 
se han quedado rezagadas o funcionan defi cientemente. Las personas resien-
ten ese mal funcionamiento con razón. 

Cuando las instituciones fallan, además, suelen ser presas fáciles para la 
captura por parte de grupos de interés y políticos oportunistas. Los primeros 
buscan simplemente aprovechar la confusión para satisfacer agendas que les 
son propias. Entre los segundos están aquellos que hacen promesas que no 
podrán cumplir y/o cuyo cumplimiento pone en peligro el desarrollo sostenido 
de nuestra economía y aquellos que con pretextos rechazan cualquier tipo de 
cambio.

1 Estas son las defi niciones del Diccionario de la Real Academia de la Legua Española, del 
Webster’s New World Dictionary y del Dictionnaire Larousse de la Langue Française, respecti-
vamente.
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Con frecuencia las políticas públicas se vuelven reactivas, improvisadas o 
arbitrarias, parches mal diseñados y peor implementados. Así, al malestar por 
la inefi ciencia se une una creciente desconfi anza en las instituciones, se mira 
con reticencia las propuestas y se cuestiona la legitimidad de lo que hace o 
deja de hacer el gobierno y las empresas. 

Un crecimiento económico sustentable y vigoroso requiere no solo de 
esfuerzo y mayor confi anza sino de la reconstrucción modernizadora de una 
parte importante de nuestras instituciones. Además de las políticas de impulso 
al crecimiento de las que habla este documento, se deben dedicar esfuerzos a 
modernizar y perfeccionar instituciones públicas existentes, así como avanzar 
hacia nuevas instituciones, efi cientes, bien gestionadas, con mandatos claros 
y evaluaciones objetivas e independientes que devuelvan la confi anza de los 
chilenos en la calidad de las reformas y políticas públicas y que impidan la ne-
gligencia, el abuso y la arbitrariedad en su implementación. 

Nuestras instituciones económicas, políticas, gremiales y gubernamenta-
les deben ganar legitimidad en el amplio sentido de la palabra. La legitimidad 
de las instituciones requiere que estas funcionen bien, lo que exige que su 
actuar se base en diagnósticos válidos y escrutables de los problemas para ser-
vir de base a la deliberación política, que se asegure la calidad técnica de las 
soluciones propuestas, que haya una participación responsable de interesados 
y potenciales afectados, que su implementación sea hecha por gente capacita-
da y en forma efi ciente, y que sus resultados sean evaluados por instituciones 
independientes. Todo esto debe signifi car que cada institución debe ser vista 
por la sociedad como un actor que busca un actuar legítimo.

El sector privado debe también colaborar en la recuperación de las con-
fi anzas. En este contexto, el sector empresarial debe hacer un esfuerzo más 
que proporcional en términos de generar condiciones que garanticen la com-
petencia y libre entrada a los mercados, así como establecer altos estándares 
de relacionamiento con los consumidores y trabajadores. 

Una parte de las propuestas que hacemos tiene importantes componen-
tes de modernización institucional. Sabemos que la creación de instituciones 
modernas es costosa, toma tiempo, y que sus benefi cios se obtendrán en el 
futuro. También sabemos que, de no adoptarse esas instituciones, o mejoras 
en las existentes, seguiremos pagando un alto costo en bienestar y poster-
gando el desarrollo. Varias propuestas pueden no ser muy populares, algunas 
afectan a grupos de interés infl uyentes que se van a oponer, otras quitan poder 
a actores que no quieren perderlo, varias ponen transparencia donde algunos 
reinan por la opacidad. Por ello el camino no es fácil, pero creemos que estas 
propuestas son necesarias para construir un mejor país y avanzar hacia el de-
sarrollo.
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Otros aspectos que resaltamos tienen relación con la corrección o perfec-
cionamiento de políticas en diversos ámbitos, tales como el macroeconómico, 
el desarrollo productivo, la educación, la gestión de grandes proyectos y otros. 
Creemos que, sin cambios de rumbos o la adopción de políticas que han esta-
do ausentes de los planes de gobierno pasados, será difícil que el país pueda 
alcanzar un crecimiento inclusivo y arribar al estatus de país desarrollado, con 
todo lo que ello implica: ingresos más elevados, mayor igualdad de oportuni-
dades para todos y cuidado del medio ambiente.

Vemos nuestras propuestas como elementos útiles para el análisis y la 
discusión de las políticas económicas que Chile deberá implementar en el fu-
turo para retomar la senda de crecimiento sostenible. No tenemos una receta 
mágica para el crecimiento ni buscamos encontrarla, porque creemos que el 
desarrollo del país se construye integrando a todos los que quieren participar, 
dialogando y consensuando soluciones que sean legitimadas por los chilenos. 
Una democracia sólida es aquella donde los cambios no son percibidos como 
una amenaza sino como oportunidades de progreso que están abiertas a to-
dos.



1. Políticas Macroeconómicas 
para el Crecimiento

Este capítulo aborda a tres aspectos clave de las políticas macroeconómicas 
para el crecimiento: la política tributaria, el equilibrio fi scal y la política cambia-
ria, en su relación ineludible con la política monetaria. 

Si bien es temprano para evaluar completamente la reforma tributaria 
de 2014, creemos que adolece de defectos que podrían ser corregidos para 
que Chile avance hacia un sistema tributario que apoye más decididamente 
el crecimiento. En lo que se refi ere al equilibrio fi scal, los años pasan y los 
sucesivos gobiernos que ha tenido el país desde 2008 no han podido retor-
nar al equilibrio fi scal cíclicamente ajustado que las autoridades de sucesivos 
gobiernos han apoyado desde comienzos de la década del 2000. Proponemos 
fortalecer la regla fi scal con una serie de mejoras institucionales que aseguren 
la adhesión al equilibrio fi scal. Asimismo, sugerimos que se estudie la separa-
ción de los dos componentes principales de la regla: el que dice relación con 
el sector cobre (por su condición de recurso no renovable) y el que se refi ere a 
la desviación entre el crecimiento de tendencia y el crecimiento observado. En 
lo cambiario y monetario, adherimos a la política de metas de infl ación y tipo 
de cambio fl exible que ha estado vigente desde fi nes de los noventa. Sin em-
bargo, creemos que es posible limitar la volatilidad cambiaria actuando sobre 
los fundamentos del tipo de cambio.

I. Reformas tributarias para incentivar el crecimiento
La reforma tributaria aprobada en 2014 se aleja en varias dimensiones de lo 
que es considerado en el mundo académico como una buena política tributa-
ria, y también lo hace en algunas dimensiones respecto a las mejores prácticas 
en países desarrollados. Por un lado, aumenta enormemente la complejidad 
de la operación tributaria, incrementando los costos tanto en fi scalización 
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como en cumplimiento de las obligaciones tributarias. Por otro, no incentiva 
lo sufi ciente el ahorro y la inversión2. Dicho lo anterior, el esquema tributario 
que lo antecedía tampoco estaba exento de debilidades y necesitaba mejoras 
urgentes y evidentes en pos de la efi ciencia en la recaudación y de la equidad 
tributaria horizontal (Agostini et al., 2012 y Agostini, 2013). Es fundamental 
aprovechar realmente la oportunidad de repensar la estructura de nuestro sis-
tema tributario.

No resulta razonable ni conveniente tener dos regímenes tributarios 
generales, uno integrado y otro semi-integrado y además varios especiales 
(14ter, renta presunta). La multiplicidad de regímenes es costosa e incentiva la 
elusión, junto a destinar recursos a una actividad no productiva como la plani-
fi cación tributaria (Saez, Slemrod y Giertz, 2011). 

El desincentivo al ahorro y la inversión se produce porque la eliminación 
del FUT sobre la base que este se prestaba para evasión no fue acompañada 
de un buen mecanismo general de reemplazo para incentivar el ahorro y la 
inversión por parte de las empresas.

La reforma no corrigió algunos problemas de diseño de los impuestos 
específi cos, los cuales deben, en general, ser impuestos a la cantidad y no al 
precio. Los llamados impuestos verdes (emisión de CO2 e importación de ve-
hículos) no están óptimamente diseñados y son insufi cientes en magnitud para 
reducir las externalidades negativas por contaminación. Los mayores impues-
tos específi cos sobre los bienes cuyo consumo genera externalidades negati-
vas (alcohol, tabaco, bebidas analcohólicas) aún presentan falencias a la hora 
de efectivamente gravar el mal que buscan atacar. Si bien la reforma avanzó 
fuertemente respecto al impuesto a los cigarrillos, al aumentar el componente 
de impuesto específi co y reducir el ad valorem, no hizo lo mismo respecto al 
alcohol. El impuesto a los combustibles mantiene la inexplicable asimetría en 
favor del diésel que es el que más contamina, por lo cual es una mala política 
tributaria (Michaelis, 1995; Crawford y Smith, 1995; Agostini y Jiménez, 2015). 

Adicionalmente, la reforma de 2014 mantuvo una serie de exenciones 
tributarias (renta presunta, IVA, ganancias de capital por ventas de acciones 
de alta presencia bursátil). Estas son inefi cientes ya que distorsionan precios 
relativos, privilegian sectores económicos, son anacrónicas dada la tecnología 
informacional existente, se prestan para la elusión, son costosas de fi scalizar y 
violan el principio elemental de equidad tributaria horizontal, según el cual dos 

2 La reforma establece como incentivo tributario para la reinversión de utilidades en empresas 
con ventas hasta 100 mil UF, que son 98.4% de las empresas, una deducción de impuestos de 
50% de la renta imponible con tope de 4.000 UF
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individuos que ganan los mismo, independientemente de su fuente de renta, 
deben tributar lo mismo (Mirrlees, 1971; Musgrave, 1990; Cordes, 1999).

Propuestas: 
Dado un objetivo de recaudación (variable de política sobre la que no 

nos pronunciamos), nuestras propuestas apuntan a tener un sistema tributario 
simple, predecible y comprensible por todos los agentes, que incentive la in-
versión, minimice las distorsiones de precios relativos y entre sectores econó-
micos, grave las externalidades negativas y propenda a la equidad tributaria 
horizontal. En específi co, las propuestas incluyen:

• Derogar el régimen semi-integrado y reemplazarlo por un régimen ge-
neral, 100% integrado (Alt, 1983; Ballard et al., 1985; Gravelle, 1999; 
Gordon, 2011), y solo un régimen especial en base a fl ujo de caja para 
empresas pequeñas3.

• Eliminar el mecanismo de renta presunta junto con bajar el tope de ven-
tas para acceder a 14ter. Con el tope actual, que casi se triplicó con la 
reforma, el 98,4% de las empresas en Chile califi can como pyme. 

• Igualar la tasa máxima para personas a la de primera categoría. Eso elimi-
na cualquier incentivo para tener empresas de papel y simplifi ca mucho 
la recaudación y la fi scalización.

• Introducir una política de depreciación instantánea para incentivar la in-
versión, mediante la eliminación de la distorsión provocada por el hecho 
que aumentos en la tasa de impuestos aumentan el costo de uso del 
capital y desincentivan la inversión. La evidencia empírica de países que 
han implementado depreciación instantánea, aunque sea temporalmen-
te, han tenido aumentos en la tasa de inversión. Tanto la Comisión Presi-
dencial de Reforma Tributaria en Estados Unidos (2005) como la Comisión 
Mirrlees de Reforma Tributaria en Inglaterra recomiendan esta medida 
(Mirrlees et al., 2012).

• Incorporar un sistema ACE (Allowance for Corporate Equity) para em-
presas, el cual permite deducir del impuesto a las utilidades una tasa de 
retorno libre de riesgo para el capital que se reinvierte (Boadway y Bruce, 

3 Voto de minoría: Guillermo Larraín planteó que, respecto de la estructura tributaria deseada, 
a las propiedades teóricas óptimas que puede tener un enfoque u otro (en este caso, como 
modelo integrado entre empresa y accionista contribuyente) se le debe oponer los costos de 
transición entre uno y otro sistema. Las distorsiones del sistema semi-integrado deben ser 
evaluadas empíricamente y para ello es necesario, como mínimo, esperar a la operación renta 
2018. Ello por supuesto no es contradictorio con postular la necesidad de mejorar los incenti-
vos al ahorro y otras mejoras propuestas en este capítulo.
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1984; Bond y Devereux, 1995 y 2003). Se puede implementar fácilmente 
en el actual impuesto de primera categoría, incorporando una deducción 
equivalente a la tasa de un bono en UF a 10 años del Banco Central de 
Chile. Este sistema además disminuye la actual asimetría existente en el 
fi nanciamiento de las inversiones en favor de la deuda, ya que los intere-
ses de estas son deducibles de impuestos mientras que el fi nanciamiento 
con utilidades propias no lo es, lo cual incentiva el uso de deuda sobre 
capital.

• Eliminar la doble tributación de retornos en renta variable nacional para 
los afi liados de las AFP Esto mejora la asignación de recursos y la equidad. 

• Igualar las tasas de impuestos específi cos a combustibles de manera pro-
gresiva en el tiempo, aumentando el impuesto al diésel para llegar a nive-
les óptimos sociales y eliminando, también progresivamente, el reintegro 
al transporte. Ello no solo tiene efectos de crecimiento, sino que además 
reduce la contaminación y la congestión, y evita distorsiones de precios 
relativos que subsidian indirectamente a industrias que no necesariamen-
te son las más efi cientes. 

• Eliminar el impuesto de timbres y estampillas, reemplazándolo por IVA a 
todos los servicios fi nancieros. Ello mejora la intermediación fi nanciera y 
la asignación de recursos.

• Eliminar el impuesto a las importaciones para mejorar la asignación de 
recursos. 

• Establecer una ley única de donaciones con benefi cios tributarios y trata-
miento uniforme, de modo de mejorar la efi ciencia y la justicia tributaria 
(PUC, 2017). 

• Fortalecer la capacidad de fi scalización del SII para reducir la evasión tri-
butaria y avanzar hacia la independencia operacional, junto con mejorar 
su capacidad técnica. Fortalecer, también, la capacidad de apelación de 
los contribuyentes ante los tribunales tributarios, de modo de mejorar la 
justicia tributaria. 

II. Mejor análisis de las propuestas de reforma del gobierno
Una efi ciente labor legislativa requiere contar con información precisa, oportu-
na y confi able, que sirva a los parlamentarios para tomar decisiones informa-
das. Durante los últimos años hemos observado que se ha deteriorado de ma-
nera signifi cativa la calidad de la información que disponen los parlamentarios 
para tomar sus decisiones. Al mismo tiempo, las iniciativas propuestas por el 
gobierno y/o por los mismos legisladores se han vuelto progresivamente más 
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complejas. Ambos fenómenos atentan contra una mejor discusión pública de 
las propuestas de ley. La pobre calidad de la discusión parlamentaria de las 
recientes reformas estructurales son un refl ejo de la gravedad del problema.

Proponemos la creación de una nueva institución para apoyar el proce-
so de toma de decisiones del Congreso –llamada Centro de Análisis Presu-
puestario, CAP– encargada de producir análisis independientes de los efectos 
presupuestarios y económicos de todos los proyectos de ley, incluyendo la 
ley de Presupuesto de la Nación. El mandato del CAP es producir, para cada 
iniciativa legal, un informe público con una estimación objetiva de sus efectos 
y costos de corto, mediano y largo plazo, además de una descripción de la 
metodología empleada para realizar los cálculos (incluyendo los supuestos y 
las estimaciones empleadas). Los informes deberán incluir mapas de riesgos y 
análisis de escenarios posibles.

El mandato de esta institución es producir un análisis objetivo e imparcial 
de las propuestas de ley y no participar del debate parlamentario. Por ello, el 
mandato prohíbe al CAP o a sus miembros la emisión de recomendaciones de 
políticas. Esta institución será estrictamente no partidista, no dependiendo ni 
en su dirección ni en su fi nanciamiento de los partidos políticos, del gobierno 
o de otra repartición pública. Su dirección se escogerá usando un mecanismo 
similar al nombramiento del Consejo del Banco Central y contratará a sus em-
pleados únicamente sobre la base de su competencia profesional sin tener en 
cuenta su afi liación política.

Se entiende que el desarrollo del CAP será paulatino e incremental. Es 
por ello que el mandato del CAP incluirá inicialmente solo la evaluación de las 
propuestas de proyectos de ley (es decir, antes de que estas sean aprobadas e 
implementadas), el que será extendido para que se haga un seguimiento en el 
tiempo de la implementación de dichas leyes, que permita identifi car eventua-
les desviaciones de los presupuestos e identifi quen si dichas desviaciones son 
resultado de cambios legislativos, económicos, o técnicos.

Las economías más desarrolladas, y donde la discusión parlamentaria es 
de mejor nivel, cuentan con instituciones similares en el parlamento. Dichas 
instituciones servirán de modelo para el diseño y funcionamiento del CAP. La 
OECD (2014) ha producido un conjunto de 22 principios que debiesen guiar el 
detalle del diseño institucional del CAP.

III. Un gobierno más responsable: institucionalización de la regla fi scal
La regla de balance estructural de Chile fue instaurada con el fi n de asegurar 
un manejo fi scal prudente y congruente con el desarrollo de largo plazo del 
país e, indudablemente, ha cumplido un papel importante. No obstante, las 
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fi nanzas públicas se han deteriorado signifi cativamente desde 2009 a la fecha. 
El fi sco ha estado en una situación de défi cit cíclicamente ajustado y la deuda 
pública bruta que en 2013 alcanzaba a 13% del PIB llegará a 30% en 2020, 
según proyecciones del Ministerio de Hacienda. 

Durante los últimos años, se ha observado un injustifi cado sesgo optimis-
ta en las proyecciones de ingresos y gastos públicos “estructurales”. Esto se 
debe tanto a un optimismo respecto de la estimación del crecimiento tenden-
cial como del precio del cobre de largo plazo. Esto sugiere explorar mejoras a 
la regla fi scal existente. 

Sin embargo, también refl eja debilidades institucionales en el manejo 
de la política fi scal, que impiden que se implementen las mejores prácticas 
internacionales. La evidencia internacional es elocuente al respecto: las polí-
ticas fi scales y la adopción de reglas fi scales se fortalecen con la creación de 
organismos encargados de auditar las proyecciones y el cumplimiento de los 
objetivos de la política fi scal, así como de promover su transparencia.

Se proponen las siguientes medidas:

• Retomar el cumplimiento de la regla fi scal, sincerando además el hecho 
que las promesas hechas de gastos futuros son pasivos que deben ser 
incluidos en el cálculo de sustentabilidad fi scal del gobierno. Se propone 
complementar el manejo de la regla fi scal con un informe detallado de los 
“pasivos previsibles asociados con gastos comprometidos”, es decir que 
se devengarán en el futuro como resultado de las decisiones de reforma 
y política económica efectuadas en cada año fi scal. Se propone también 
complementar la información del manejo fi scal con un balance similar de 
los pasivos previsibles comprometidos de las empresas públicas.

• Estudiar medidas que permitan que la regla de balance cíclicamente ajus-
tado sea efectivamente contracíclica y no acíclica o neutral. Por ejemplo, 
se puede exigir que el fi sco tenga un superávit cíclicamente ajustado de 
1% del PIB durante períodos de auge y permitirle un défi cit simétrico de 
1% durante caídas cíclicas y darle un rol al Consejo Asesor Fiscal para que 
se pronuncie sobre la fase del ciclo en que la economía se encuentra4.

4 En voto minoritario, Manuel Agosin y Guillermo Larraín plantean estudiar dos alternativas 
relacionadas: en ambas se segregan los ingresos mineros del Estado en un fondo soberano, 
pero difi eren en la estrategia de inversión y el uso de los recursos. En una se podrían explo-
rar fórmulas en línea con la regla de Hartwick (van der Ploeg, 2011; Hartwick, 1977), la cual 
recomienda convertir a través del tiempo las rentas de recursos naturales no renovables en 
distintas formas de capital renovable. En la segunda, se reconoce que la regla actual repo-
sa excesivamente en la capacidad de predecir el precio de largo plazo del cobre y esto ha 
llevado a asumir gastos permanentes sobre la base de un fi nanciamiento que no lo es (Atria 
et al., 2013). El precio del cobre se determina en el mercado mundial sobre el que Chile no 
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• Fortalecer el Consejo Asesor Fiscal de modo que este se convierta en 
una entidad autónoma, con miembros técnicos nombrados de manera 
traslapada al estilo del Banco Central, siguiendo las recomendaciones de 
la OECD (2014). El principal objetivo de esta nueva institución sería lograr 
mayor transparencia y rendición efectiva de cuentas de las autoridades 
en materias de política fi scal. Entre sus funciones está sugerir perfeccio-
namientos a la metodología de la regla fi scal; proveer con carácter vin-
culante los supuestos y proyecciones para las variables de ajuste cíclico; 
evaluar la aplicación de la regla fi scal y la sostenibilidad de mediano y 
largo plazo de la política fi scal; emitir un informe sobre los eventuales 
cambios de principios y metodologías contables utilizados en la elabora-
ción del presupuesto; evaluar la pertinencia de la invocación de cláusulas 
de escape y la estrategia de convergencia a la meta del BCA y emitir una 
opinión sobre el informe de pasivos contingentes y el impacto de dichas 
estimaciones sobre la meta de política.

• Fortalecer y dotar de independencia operativa al Comité Asesor de los 
Fondos Soberanos que, si bien ha jugado un rol importante en asegurar 
el mejor manejo fi nanciero de los fondos soberanos, tiene una institucio-
nalidad débil al depender directamente del Ministro de Hacienda. Este 
comité debiera entregar informes públicos semestrales con proyecciones 
de corto, mediano y largo plazo para la evolución y rentabilidad de los 
fondos. 

IV. Política cambiaria
Existe evidencia que la volatilidad cambiaria real afecta negativamente la di-
versifi cación productiva (Agosin et al., 2011). El nivel del tipo de cambio real, 
sin embargo, no es algo que las autoridades fi scal o monetaria puedan afectar 

tiene control y, como señala Borensztein et al. (2010, citado en el Informe Corbo), tiene largos 
y profundos ciclos y en el corto plazo es altamente impredecible. En ambas alternativas el 
Estado debería ahorrar en un fondo soberano todas las utilidades de Codelco (descontada la 
reinversión de parte de las mismas) y todos los impuestos a la renta y royalties obtenidos de la 
minería privada. Este fondo soberano debiera tener una estrategia de inversión específi ca. En 
el primer caso, se trataría de transformar el recurso no renovable en capital fi nanciero disponi-
ble para futuras generaciones, es decir tendría un horizonte de inversión de muy largo plazo. 
En el segundo, se trata de un fondo algo más corto y líquido que el anterior (pero más largo 
que el Fondo actualmente existente). En ambos, se establecería un portafolio deseado y un 
retorno de largo plazo de dicho portafolio en lugar del precio de largo plazo del cobre. En el 
primer caso, el Estado utilizaría los ingresos de largo plazo del fondo soberano para invertir en 
capital físico o capital humano. En el segundo, se fi nanciarían compromisos estructurales del 
Estado tal como son defi nidos hoy. En ambos casos, no hay cambios respecto del componente 
no minero de los ingresos fi scales. En cualquier evento, además de esto se debe eliminar el 
efecto distorsionador de las ventas de dólares del Estado en el mercado cambiario. Ambas 
opciones requieren de un estudio en mayor profundidad dado que hay un costo fi scal de 
puesta en marcha que puede ser importante y contra el cual hay que comparar los benefi cios 
que aquí se señalan.
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de manera controlada y sostenida pues está determinado por muchas varia-
bles, algunas de las cuales son totalmente exógenas (como los términos de 
intercambio). Sin embargo, respecto de la variabilidad del tipo de cambio real 
existen algunas alternativas de política económica bajo el control de las au-
toridades. El Ministerio de Hacienda y el Banco Central tienen opciones para 
disminuir la volatilidad del tipo de cambio nominal, sin por ello renunciar al 
régimen de fl otación cambiaria que los miembros de la Comisión valoran. El 
régimen de fl otación tiene una virtud y es que prepara mejor al país para en-
frentar crisis internacionales y genera más estabilidad en los momentos más 
críticos relativo a los periodos de normalidad (Ffrench-Davis y Larraín, 2002). 
La mayoría de los miembros de esta comisión opina que el riesgo cambiario es 
simplemente un riesgo más que un inversionista en el sector transable (bienes 
y servicios exportados o competidores con importaciones) debe asumir En esa 
línea, señalan que los precios relativos de cualquier bien deben ser determina-
dos por los mercados y es altamente inefi ciente intervenir en ellos5.

5 En voto minoritario, Manuel Agosin y Guillermo Larraín señalan que, como el tipo de cambio 
tiene efectos sistémicos sobre la economía, se proponen las siguientes líneas de acción para 
aminorar su volatilidad. Primero, adoptar una política de mayor ahorro de las rentas del cobre 
ayudaría a estabilizar el tipo de cambio, lo que se reforzaría si las ventas de divisas de las 
entidades estatales fuesen realizadas con preaviso y transparencia. Segundo, el Banco Cen-
tral podría anunciar objetivos para la acumulación de reservas internacionales y reservarse la 
opción de intervenir en el mercado cambiario para alinear dichas reservas en función de las 
importaciones y la deuda internacional de corto plazo. Ello reduciría la probabilidad de una 
crisis y la menor volatilidad cambiaria (García y Soto, 2006). Tercero, para reducir una eventual 
sobrerreacción del tipo de cambio, se propone que el Banco Central publique en forma pe-
riódica un informe acerca de las condiciones del mercado cambiario que especifi que en qué 
rango se ubica el tipo de cambio de equilibrio y las condiciones de liquidez en los mercados 
internacionales de capital. Esta información podría evitar desviaciones signifi cativas del tipo 
de cambio con relación a sus fundamentos de largo plazo. Cuarto, como los mercados fi nan-
cieros de Chile son pequeños, entradas o salidas netas de capital pueden tener efectos sobre 
variables claves en la economía nacional: cuando dichos fl ujos resulten “excesivos” el Banco 
Central no debe descartar la posibilidad de reponer el encaje a las entradas de capital que se 
utilizó en los años noventa. La evidencia muestra que este mecanismo, aceptado por el FMI, 
puede reducir la volatilidad cambiaria (De Gregorio et al., 2000; Edwards y Rigobón, 2009). 
Alternativamente, se recomienda facultar a la Superintendencia de Bancos para monitorear 
el endeudamiento de los bancos en moneda extranjera e imponer encajes variables a dicho 
endeudamiento (Shin, 2010).



2. Modernización del Estado

Existe consenso en que el Estado muestra signos de agotamiento en diversos 
planos. Entre otros problemas, se observa una creciente captura política en sus 
distintas reparticiones (con los consecuentes casos de corrupción), falta de ca-
pacidad técnica para diseñar e implementar adecuadamente políticas cada vez 
más complejas, problemas de coordinación y falta de información en diferen-
tes servicios públicos. A ello se suma una inadecuada, cuando no inexistente, 
orientación al ciudadano en la prestación de servicios, con el agravante de que 
muchas veces el Estado es el único proveedor. La burocracia estatal muestra 
signos de una inadecuada organización de sus recursos humanos, carencia 
de incentivos adecuados, y falta de meritocracia en la selección y progresión 
en la carrera funcionaria. El proceso presupuestario del gobierno adolece de 
una falta de contrapesos adecuados en el Congreso. Todos estos problemas 
afectan la calidad de diseño e implementación de nuestras políticas públicas, 
incluyendo aquellas vinculadas al ámbito económico. 

La modernización del Estado es un desafío extremadamente difícil de 
abordar. Se trata de un sistema vasto y complejo en sus interrelaciones sis-
témicas, en el que toda reforma relevante choca con grupos de interés bien 
organizados. Se trata, además, del tipo de reformas que, aunque necesarias y 
benefi ciosas, tienen costos políticos de corto plazo que desalientan su imple-
mentación por parte del gobierno de turno. 

Por lo anterior, una condición necesaria para enfrentar este tema es pro-
ceder con gradualidad, pero de forma permanente, privilegiando cambios en 
áreas relevantes pero que, a la vez, sean relativamente factibles de abordar. Al 
alero de este criterio, a continuación, hacemos una serie de propuestas a ser 
entendidas como una hoja de ruta más que una solución acabada.

• Crear una política permanente de modernización del Estado: Es necesa-
rio que la reforma del Estado sea una política de Estado, que sobrepase 
el ciclo político de los gobiernos de turno. Para ello, se debe crear una 
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agencia permanente, de alto rango, dedicada exclusivamente a efectuar 
diagnósticos y promover ámbitos de modernización en el seno del Esta-
do, con recursos fi nancieros y técnicos propios, y con un directorio inte-
grado por representantes de Dipres, Segpres, Servicio Civil y Presidencia.

• Crear un sistema de estadísticas del Estado abiertas e integradas: Las 
buenas políticas públicas requieren de diagnósticos adecuados y estos 
últimos de buenos datos. En este plano, Chile muestra un retraso sig-
nifi cativo que impide el desarrollo de mejores políticas públicas. Las re-
particiones del Estado producen enormes cantidades de información y 
datos administrativos que, al estar diseminados y sin sistematizar, no son 
aprovechados para la mejor toma de decisiones. Así, por ejemplo, cues-
tiones tan básicas como la identifi cación de benefi ciarios del reajuste del 
sector público no se encuentran disponibles para la ciudadanía y, a veces, 
ni siquiera para el gobierno. El cruce de datos por RUT entre ministerios o 
servicios públicos resulta inaccesible, cuando no imposible. Para ello, se 
debe avanzar en, al menos, las siguientes tareas: 

• Crear una base de datos centralizados alojada en el INE, de acceso 
abierto, pero con altos estándares de protección de la privacidad y 
sanciones altas (administrativas y penales) por mal uso, que permita 
informar correctamente las decisiones de políticas públicas. Imponer 
la obligatoriedad legal que los servicios entreguen la información 
relevante.

• Homologación de sistemas digitales en los distintos servicios públi-
cos, incluyendo la creación de un protocolo común para el procesa-
miento de la información. A su vez, crear una plataforma de acceso 
abierto y amigable para el uso público de la información, incluyendo 
la posibilidad de cruzar datos. 

• Reenfocar la gestión pública en la planifi cación estratégica y orientación 
ciudadana: Una revisión de los sitios web de muchos servicios públicos 
revela la casi nula información sobre los aspectos más básicos de una ne-
cesaria planifi cación estratégica: no hay una descripción de lo que cada 
servicio hace, sus principales actividades o sus benefi ciarios y no se iden-
tifi can objetivos de corto o mediano plazo. Sin una línea de base respecto 
de lo que los servicios hacen o de sus objetivos estratégicos básicos, no 
hay mejora posible en la gestión. Tampoco existe la práctica generalizada 
de tener medidas de satisfacción al usuario como elemento de retroa-
limentación. En ese contexto, consideramos imperativo avanzar en las 
siguientes dimensiones:

• Forzar a que todos los servicios públicos (particularmente a los que 
atienden ciudadanos) describan explícitamente los principales pro-
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ductos/servicios que entregan a los ciudadanos que atienden (“lí-
nea de base”). Hecho esto, pedir a los servicios públicos propuestas 
anuales de simplifi cación de trámites bajo el criterio de “cumpla o 
justifi que”. 

• Exigir a los servicios públicos hacer planifi cación estratégica simplifi -
cada. Esto es establecer un número acotado de objetivos de corto y 
mediano plazo y hacerlos públicos. 

• Para todos aquellos servicios que atiendan público, establecer la 
obligatoriedad de efectuar una encuesta de satisfacción a usuarios.

• Establecer incentivos monetarios o de progresión vinculados a las 
tareas anteriores para los jefes de servicio cuyo contrato establecerá 
explícitamente esta provisión.

• Extender la evaluación ex post de programas y vincular obligatoria-
mente dicha evaluación con la entrega de recursos (ver propuesta 
de creación de la Agencia de Calidad de las Políticas Públicas, que 
pasará a concentrar dicha evaluación ex post).

• Propender a una mejor coordinación entre servicios públicos evitan-
do la existencia de silos, evaluar la fusión de servicios y de compar-
timiento de funciones de back-offi ce (fi scalía, soporte tecnológico y 
de RR.HH.)

• Potenciar los recursos humanos en el sector público: Uno de cada tres 
trabajadores del Estado central son de planta. Ello impone rigideces para 
la gestión y adecuada movilidad de los recursos humanos en el Estado. 
Los otros dos de cada tres trabajadores están a contrata u honorarios en-
frentando, en ocasiones, condiciones de precariedad contractual. En esa 
línea, proponemos una política laboral que exija que:

• Todo nuevo servidor público deberá ser contratado al alero de un 
proceso transparente y anclado en el mérito y de acuerdo a un ré-
gimen general similar al del Código del Trabajo. La adhesión a di-
cho régimen será voluntaria para los actuales funcionarios de planta. 
Este nuevo esquema de contratación gozará del derecho regulado a 
huelga, huelga hoy ilegal, pero que ocurre de facto.

 • En el caso de servicios públicos que, de facto, sean monopolios que 
no dejan otra alternativa a los ciudadanos a quienes prestan servi-
cios, la huelga debe ser limitada (prohibida tal cual ocurre hoy en el 
caso de trabajadores regidos por el estatuto administrativo y limita-
da para los trabajadores regidos por el Código del Trabajo). 
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• A nivel directivo, seguir extendiendo la selección vía ADP en el ter-
cer nivel jerárquico, reforzando las limitaciones para su remoción en 
línea con la ley recientemente promulgada.

• Además de las evaluaciones institucionales de los servicios, introdu-
cir evaluaciones de desempeño individual externas que fuercen la 
existencia de dispersión en la evaluación y que estén ligadas al cum-
plimiento de los objetivos de planifi cación estratégica señalados más 
arriba. Reformular las evaluaciones del Programa de Mejoramiento 
de Gestión (PMG) que tienen elevadísimas tasas de cumplimiento, 
poca dispersión y, por lo tanto, resultan inútiles en muchos casos.

• En materia de corrupción, extender el plazo de las prescripciones 
administrativas y endurecer sustancialmente las sanciones.

• Crear una agencia permanente de asesoría presupuestaria al Congreso 
(ver capítulo “Políticas Fiscales para el Crecimiento”)

• Crear una agencia permanente de simplifi cación y coherencia regulato-
ria: Nuestro marco regulatorio y normativo (leyes, decretos, reglamentos, 
circulares) es tan vasto como complejo, incluyendo duplicidades, con-
tradicciones o normas obsoletas. Esto difi culta su comprensión por el 
ciudadano, favorece el arbitraje regulatorio, genera incertidumbre en la 
aplicación de la norma, impacta adversamente la toma de decisiones e 
impone altos costos de transacción. Para enfrentar esta difi cultad, propo-
nemos crear una institución permanente cuya misión sea exclusivamente 
evaluar la coherencia regulatoria en áreas críticas vinculadas a la actividad 
económica y proponer al Ejecutivo y al Congreso simplifi caciones (fusión 
de textos, eliminación de duplicidades, detección de contradicciones). 
La evidencia académica muestra que avanzar en esta dirección puede 
generar ganancias de productividad/crecimiento relevantes (Loayza et al., 
2005; Dawson y Seater, 2013).

• Crear una agencia permanente e independiente de evaluación ex post 
de programas. La evaluación ex post de políticas y programas, vinculan-
do su desempeño a la obtención de recursos, resulta fundamental para 
un uso adecuado de los fondos públicos y una correcta orientación al ciu-
dadano. Naturalmente, no es deseable que la evaluación ex post quede 
en el seno del mismo organismo que fi nancia y evalúa ex ante, ni tam-
poco en aquel que diseña la política. En esa línea, tal cual ha sido plan-
teado en el pasado (Ferreiro y Silva 2009; Ferreiro, 2013), proponemos la 
creación de una Agencia de Calidad de Políticas Públicas independiente, 
cuyos miembros sean nombrados por ADP y ratifi cados por el Senado y 
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con cargos cuya duración esté desfasada del ciclo político. Esta agencia 
producirá informes trimestrales y reportará directamente al Congreso.

• Reformas en la Gestión y Gobierno Corporativo de las Empresas Públi-
cas. Con el acceso de Chile a la OCDE, el país dio un paso importante en 
pos de la mejor gestión de Codelco, dotándola de un gobierno corpora-
tivo profesional, regida en múltiples aspectos por la Ley de Sociedades 
Anónimas y con un foco en la gestión y la maximización de valor. Es ne-
cesario continuar en esa senda y replicar este esquema en el resto de las 
empresas públicas. En particular, terminar con la presencia de ministros 
en los directorios, y asegurar que los restantes directores sean seleccio-
nados en base a criterios de mérito en función de probadas capacida-
des profesionales y evitando confl ictos de interés. El mismo criterio debe 
aplicar para la selección de los ejecutivos principales de las empresas 
públicas. Los directores de empresas públicas debieran ser nombrados 
por ADP y en períodos que se traslapen con los ciclos presidenciales. A 
su vez, es indispensable defi nir claramente los objetivos de estas com-
pañías, separando claramente la función empresarial y de maximización 
de valor de un eventual rol social que debiera justifi carse en su propio 
mérito y ser abordado de forma separada a través de subsidios directos 
que decida el Congreso. La confusión de roles en esta materia diluye las 
responsabilidades y compromete la buena gestión de las empresas públi-
cas.





3. Grandes Proyectos 
e Infraestructura

La infraestructura es un insumo crucial para el crecimiento económico y es 
uno de los aportes insustituibles del Estado a este logro. Hoy el Ministerio 
de Obras Públicas planifi ca, gestiona y desarrolla todas las necesidades de 
infraestructura de Chile, usando en algunos casos inversión pública directa y, 
en otros, concesiones a empresas privadas. 

I. El défi cit de infraestructura
No existe crecimiento sostenido sin el desarrollo de grandes proyectos y obras 
de infraestructura. De acuerdo al Foro Mundial de Competitividad, Chile se 
ha rezagado notablemente entre el 2006 y el 2016, en todos los rubros que 
componen la infraestructura. A su vez, estudios realizados por diversos autores 
y recopilados en un volumen publicado por la Cámara Chilena de la Construc-
ción (2016) ha identifi cado que las necesidades de inversión en infraestructura 
de Chile para los años 2016-2020 alcanzan a unos US$ 75 mil millones (alre-
dedor de un 30% del PIB) y que para el periodo 2020-2025 se requieren otros 
US$ 150 mil millones. 

El défi cit de infraestructura es, como se ve, cuantioso y constituye un fre-
no importante para el crecimiento del país. Es importante, sin embargo, dejar 
claro que nuestras propuestas para dar un impulso decidido a la infraestructura 
en Chile no tienen como objetivo primordial reactivar la economía en el corto 
plazo –no creemos que esto sea posible dado los rezagos entre el diseño y la 
ejecución de cada obra– sino para aumentar la productividad del país y asegu-
rar un crecimiento sostenible más dinámico.

A diferencia de los proyectos de inversión privados, los grandes proyec-
tos y la infraestructura exigen al gobierno y al Estado no solo destinar una 
enorme cantidad de recursos sino además tener la capacidad de gestionar 
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esos proyectos en las etapas de concepción, construcción, operación e incluso 
cierre de faenas. El Estado de Chile tiene serias defi ciencias y graves limitacio-
nes en ambos frentes y se requiere urgentemente enfrentar ambos desafíos.

Resulta necesario desarrollar una política nacional de infraestructura. El 
Consejo para las Políticas de Infraestructura (CPI, 2017) ha identifi cado los 
requerimientos para su elaboración, los cuales están en sintonía con la visión 
general de nuestras propuestas. Para impulsar la inversión en infraestructura 
se requiere diseñar una nueva institucionalidad que identifi que y evalúe so-
cialmente las obras de infraestructura necesarias en el corto, mediano y largo 
plazo; que sea capaz de hacer planes estratégicos y darles contenido con pro-
yectos adecuados; y que mantenga la continuidad en el tiempo de los progra-
mas de inversión. Esta nueva institucionalidad requiere, en particular, contar 
un sector público que tenga la capacidad profesional y técnica para mejorar 
los actuales sistemas de información de modo que permitan el seguimiento 
continuo para la gestión y que entregue la retroalimentación necesaria sobre 
el proceso, de modo de asegurar las correcciones que se requieran para alcan-
zar los resultados. 

Entre las medidas propuestas de desarrollo institucional que suscribimos 
están:

• Reforzar y profesionalizar los equipos técnicos y gerenciales de los minis-
terios que intervienen en la creación de planes, programas y proyectos de 
infraestructura, asegurando su continuidad y blindándolos de la interfe-
rencia política. Implementar nombramientos a través del sistema de Alta 
Dirección Pública en los niveles que sea pertinente.

• Fortalecer el rol estratégico del MOP: aunque concluir la tramitación le-
gislativa de la Dirección General de Concesiones del MOP es un punto 
importante, los efectos reales solo se harán ver si la actual ofi cina de 
Coordinación de Concesiones efectivamente se moderniza con el cambio 
de nombre y el aumento de personal.

• Exigir transparencia completa en la evaluación de los proyectos de in-
fraestructura de manera que sean efectivamente auditables, incluyendo 
no solo la concesión inicial de cada obra sino principalmente las modifi -
caciones y extensiones del contrato original, donde en la actualidad hay 
espacio para el lobby, la captura y la corrupción. De acuerdo a Engel et 
al. (2009) las renegociaciones y extensiones de obras concesionadas so-
brepasan el 30% del valor inicial de las obras.

• Iniciar una discusión para que el Ministerio de Hacienda separe las de-
cisiones de inversión en infraestructura pública de las de administración 
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del gasto corriente y desarrolle propuestas de fi nanciamiento público de 
largo plazo y no de ejecuciones anuales.

• Desarrollar un Plan Nacional de Infraestructura Pública que dé lineamien-
tos para generar un marco de referencia que oriente las iniciativas de 
inversión privadas; identifi que propuestas de fi nanciamiento público de 
largo plazo; permita una participación efectiva pero no confl ictiva de 
organismos ciudadanos y ambientales; y separe de manera efectiva las 
áreas de planifi cación estratégica, construcción y operación de las obras 
de infraestructura, de modo que exista una posibilidad real de hacer eva-
luaciones objetivas de las mismas. 

En segundo lugar, está el tema de fi nanciamiento de las futuras obras de 
infraestructura. Resulta evidente que los montos involucrados están más allá 
del alcance del Estado o, peor aún, que solo pueden conseguirse mediante 
un aumento insostenible de la ya abultada deuda pública. Se necesita dar un 
impulso a la participación privada en la inversión en infraestructura.

La experiencia chilena con la concesión de obras públicas es, sin duda 
alguna, extraordinariamente exitosa (MOP, 2016). La capacidad de gestión del 
sector privado chileno ha sido un aporte crucial para el desarrollo de infraes-
tructura y es un activo que no debe ignorarse. Como en todo orden de cosas, 
hay experiencias negativas en las concesiones que invitan a revisar lo que se 
hace y corregir los defectos, pero en ningún caso a abandonar el sistema de 
concesiones. Entre las medidas propuestas por muchos especialistas, y que 
suscribimos en este documento, se pueden mencionar:

• Impulsar la participación del sector privado en el sistema de licitaciones 
en las áreas de construcción y gestión de las obras públicas, tanto en 
aquellas en las que los usuarios pagan por los servicios (puertos y aero-
puertos, carreteras, etc.) como aquellas que por sus características de 
servicio público no pueden ser cobradas (cárceles, escuelas, hospitales, 
etc.)

• Modernizar el sistema de evaluación social de los proyectos de infraes-
tructura con altos estándares de calidad, públicos y transparentes.

• Profundizar el Sistema de Concesiones y, en particular, mejorar la calidad 
de los contratos de concesiones para darles mayor capacidad de adapta-
ción a medida que las circunstancias cambien, por ejemplo, incorporando 
cláusulas sobre nuevas inversiones, incorporación de nuevas tecnologías 
y fortalecer los mecanismos de resolución de controversias.

• Aumentar la transparencia en la gestión de obras concesionadas con me-
canismos auditables rigurosos y sistemas modernos de información.
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En la discusión se analizó también la propuesta del gobierno de crear un 
fondo de infraestructura (FI). Sin embargo, esta política recibió solo un apoyo 
minoritario. Claudio Agostini, Ignacio Briones, Verónica Mies y José Miguel 
Sánchez manifestaron su escepticismo sobre el FI y su real alcance en la mate-
rialización de nueva infraestructura, así como su oposición a que, a través de 
un fondo de esta naturaleza, se reserve para un uso específi co (infraestructura) 
una cierta cantidad de recursos que entrarán a los ingresos generales de la na-
ción. Estos miembros de la comisión consideran que las prioridades de gasto 
son resorte de los gobiernos y de la discusión parlamentaria6.

II. Grandes proyectos de inversión y evaluación ambiental
El crecimiento en Chile pasa por la realización de grandes proyectos de in-
fraestructura, generación eléctrica, mineros, puertos, basurales y cárceles, en-
tre otros. Existe, sin embargo, una creciente resistencia de las comunidades 
locales a la instalación en sus respectivos territorios de este tipo de proyectos. 
Adicionalmente, estos grandes proyectos exigen defi niciones al gobierno y al 
Estado respecto de las condiciones técnicas y económicas para su ejecución. 
Por ejemplo, ¿dónde emplazar estos proyectos? ¿Cuáles estándares medioam-
bientales les son aplicables? ¿Cómo dar debida participación a las comunida-
des locales? 

Los proyectos de gran envergadura tienen una característica que los se-
paran de los proyectos menores: más allá del benefi cio privado, estos fre-
cuentemente generan grandes benefi cios sociales a nivel nacional, pero pocos 
benefi cios a nivel local y, muchas veces, costos. Una consecuencia de esto es 
que las comunidades locales perciben como una situación injusta el hecho que 
una porción mayoritaria de los benefi cios vayan a parar a otros grupos de la 
sociedad y que los costos recaigan muchas veces solo sobre ellos. La expe-
riencia indica que en Chile la regulación no es adecuada para evitar o manejar 
un eventual confl icto. 

6 Por su parte, Guillermo Larraín y Manuel Agosin plantearon que el FI puede ser una propuesta 
interesante si es capaz de agregar valor al proceso de gestación y desarrollo de infraestructura 
productiva. Para ello sugieren fortalecer la separación de funciones de diseño, fi nanciamiento, 
desarrollo y gestión de proyectos, de modo tal que el MOP retenga la defi nición de la política 
de inversiones en infraestructura, el FI sea un ente fi nanciero y desarrollador de proyectos, y 
la DGC su contraparte técnica. Además, el FI debe desarrollar capacidades de fi nanciamiento 
apropiadas para desarrollar obras no concesionables preaprobadas por el MOP, que cuenten 
con cálculos de rentabilidad social y completen la red de infraestructuras productivas del país 
y para gestionar ante las entidades del Estado los permisos que cada proyecto de infraes-
tructura requiera. Finalmente, el FI debe cumplir altos estándares de gobierno corporativo, 
transparencia y rendición de cuentas y estar sometido al régimen de supervisión de cualquier 
empresa estatal más la de la futura Comisión para el Mercado Financiero cómo cualquier so-
ciedad anónima.
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La normativa actual contempla instancias de participación local en los 
procesos de aprobación de los proyectos y mecanismos de compensación. Sin 
embargo, hay una tendencia creciente a judicializar los proyectos, aumentan-
do la incertidumbre respecto a su realización, retrasándolos y eventualmente 
suspendiéndolos. Resulta evidente que, en ocasiones, hay grupos de interés 
que buscan lucrar mediante recursos para detener los proyectos de inversión.

En los países desarrollados estos procesos están mejor normados en 
cuanto a la participación ciudadana, la distribución de costos y benefi cios de 
los proyectos y la certeza de sus plazos y procedimientos, incluyendo la instan-
cia judicial: Suiza y Francia son dos buenos ejemplos.

Para poder resolver el nudo en el que se encuentra Chile en estos temas, 
se deben abordar distintos aspectos, de manera complementaria. Entre ellos 
se incluye:

• Desarrollar una planifi cación integral del territorio, con participación 
responsable de la ciudadanía: si el Estado no provee un conjunto de re-
glas que cautele balanceadamente el interés general y el interés local, los 
grandes proyectos se vuelven demasiado difíciles y en ocasiones invia-
bles. Por ejemplo, el sistema de planifi cación de largo plazo del territorio 
de Suiza permite importantes instancias de participación ciudadana (ple-
biscitos) pero exige que, una vez aprobada una determinada estrategia, 
se pase a discutir los proyectos específi cos para implementarla sin cues-
tionar la estrategia ya aprobada. 

• Aumentar la participación local en el diseño de los proyectos: En Chile 
se ha avanzado en incorporar instancias de participación ciudadana en 
las etapas de evaluación de los proyectos, no obstante, las comunidades 
sienten que participan muy tarde, cuando ya es muy difícil poder incidir 
realmente en el diseño del proyecto. Esto hace que la discusión se vuelva 
dicotómica, con las comunidades a favor o en contra del proyecto. Es 
recomendable que haya mayor participación ciudadana en etapas tem-
pranas de los grandes proyectos.

• Mejorar la coordinación de las agencias públicas: Las agencias públicas 
chilenas que se involucran a nivel regional y central en la evaluación de 
impacto ambiental (EIA) presentan gran cantidad de observaciones a los 
proyectos en forma descoordinada y, en ocasiones, inconsistentes. La EIA 
pierde claridad, efectividad y efi ciencia. Se propone modifi car la actual 
institucionalidad asignando a uno de los organismos públicos que parti-
cipa en la EIA la responsabilidad de coordinar la acción gubernamental 
en la evaluación y tramitación del proyecto. Por ejemplo, si se trata de un 
gasoducto, sería Comisión Nacional de Energía. 
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• Validación formal de interlocutores en la discusión de los proyectos: una 
participación ciudadana efectiva requiere una normativa que establezca 
requisitos de seriedad para que las ONG puedan participar formalmente 
en las discusiones (por ejemplo, deben acreditar antigüedad y transparen-
cia en su fi nanciamiento). Esta simple medida ha permitido que en otros 
países (p.e., Suiza) las ONG participantes tengan alta capacidad técnica 
y prestigio, en contraste con lo que a veces sucede en Chile, cuando se 
forman organizaciones para el exclusivo propósito de oponerse a un pro-
yecto, sin tener claridad sobre sus objetivos o quien las fi nancia.

• Normar los procesos de negociación y evaluación: cualquiera sea el me-
canismo que se diseñe, se requiere que los procesos de negociación y 
evaluación de los grandes proyectos estén bien normados, por ejemplo, 
en cuanto a sus plazos, actores, y compensaciones. El proceso debiera 
velar por una asignación equilibrada de costos y benefi cios locales de los 
proyectos, así como una determinación razonable y justa de las compen-
saciones, las que deben guardar relación con los riesgos incurridos o los 
daños efectivamente causados.

• Implementar un nuevo procedimiento de desarrollo de proyectos: se 
propone una reforma integral de las actuales instancias de evaluación 
ambiental de grandes proyectos para mejorar tres debilidades graves del 
sistema actual y que listamos a continuación. 

A) Aumentar la legitimidad de los proyectos

El interés del Estado debe manifestarse ex ante. Para ello, los Ministerios en 
cuyas áreas existan necesidades y/o haya un impacto signifi cativo de grandes 
obras de inversión, pública o privada, deben desarrollar un plan estratégico 
que dé cuenta de los criterios que a priori considera que son los más relevan-
tes. Por ejemplo: 

• Medio ambiente debe tener una organización territorial que señale 
las áreas más delicadas para el desarrollo de proyecto en las dimen-
siones de su incumbencia. 

• Obras Públicas debe desarrollar y actualizar un diseño de largo plazo 
sobre necesidades de desarrollo de inversión pública en carreteras, 
ferrocarril, puertos, aeropuertos, etc. 

Dichos planes que deben ser actualizados regularmente, deben ser pre-
sentados ante la comisión correspondiente del Senado y ser aprobados por 
esta con las consultas que corresponda a todas las partes involucradas. 
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Esto permite al plan tener un grado mayor de legitimidad democrática lo 
que contribuye a la estabilidad temporal de reglas, no obstante las actualiza-
ciones que deberán ser implementadas de tanto en tanto.

B) Agilizar sosteniblemente el desarrollo de proyectos
Sujeto a las restricciones del punto anterior, se propone crear un Panel de Ex-
pertos Ambientales, cuyo rol consiste en: 

• Hacer una evaluación integral de los proyectos que presenten los 
desarrolladores. En esta instancia deben comparecer las partes im-
plicadas para hacer ver su punto de vista. La opinión del Panel au-
toriza al desarrollador a iniciar o no el proyecto ante las instancias 
gubernamentales. Los “grandes proyectos” deben necesariamente 
pasar por esta evaluación previa.

• Zanjar contiendas entre partes involucradas. La implementación 
práctica de un proyecto aprobado por el panel puede ser sujeto 
de controversias (errores, nuevas circunstancias, etc.). El Panel debe 
zanjar estas controversias en plazos breves. 

Sus decisiones serían apelables ante los Tribunales Ambientales.

Cada proyecto tiene contrapartes y enfrenta grupos de interés. Para pro-
teger a las partes genuinamente afectadas por un proyecto y evitar compor-
tamientos oportunistas que dañan la confi anza, las legislaciones avanzadas 
exigen un registro previo de contrapartes y grupos interesados. Tal registro, 
constituido previamente, debe incluir la razón que subyace al interés declara-
do (vecino, arqueólogo, defensor de la arquitectura, etc.).

Los grandes proyectos de inversión deben pasar por este mecanismo, 
pero los pequeños no necesariamente. Esto dependerá del desarrollador, por-
que cualquier controversia posterior deberá pasar en primera instancia por el 
Panel de Expertos.

C) Mejorar la resolución de controversias y compensaciones
Cualquier contraparte válida cuyos derechos no están siendo resguardados 
o que pueda probar que el desarrollo de un determinado proyecto no está 
cumpliendo con los estándares exigidos deberá quejarse ante el Panel de Ex-
pertos. Este deberá responder con celeridad.

La apelación podrá hacerla cualquier parte ante los Tribunales Ambien-
tales.

Las compensaciones que determine el sistema nuevo deben evitar gene-
rar incentivos inconsistentes con los intereses declarados por los interesados.





4. Políticas de Desarrollo 
Productivo

Las políticas de desarrollo productivo podrían darle un nuevo impulso al alicaí-
do crecimiento de la economía chilena. El crecimiento económico cayó desde 
7,5% anual en 1985-1997 hasta menos de 2% desde 2013. Al mismo tiempo, 
la diversifi cación productiva se ha ralentizado signifi cativamente. El número de 
nuevos productos exportados que superan el millón de dólares cayó de 13 por 
año en 1993-97 a 3 en 2008-12 (Lauterbach, 2015).

Esto no signifi ca que adherimos a las consignas sobre este tema que han 
adquirido, por repetidas, una condición de semi-verdades. Ellas incluyen: que 
los recursos naturales no pueden ser fuente de crecimiento y riqueza; que es 
necesario darle “valor agregado” a las exportaciones tradicionales; que es 
necesario “industrializar” el país. Esas no son sino eslóganes que en las condi-
ciones del siglo XXI han quedado desacreditadas. Pero sí es necesario que la 
economía diversifi que sus ventajas comparativas con el objetivo de hacer que 
sus ingresos por exportaciones sean más resistentes frente a shocks interna-
cionales (fundamentalmente, del precio del cobre) y para que sienten las bases 
de un crecimiento más dinámico y sustentable. Sin despreciar lo que el cobre 
pueda continuar aportando, es indispensable ir creando mayores fuentes de 
fortaleza en nuestra economía.

En una buena parte, el futuro crecimiento de Chile se va a dar principal-
mente a través de la adaptación de productos y tecnologías conocidas en el 
mundo desarrollado, pero que no están presentes en el país. Hay dos motivos 
por los cuales este proceso requiere de un impulso por parte del Estado. El 
primero resulta de las externalidades de información: la búsqueda de informa-
ción es costosa y, como dicha información no puede ser patentada, los esfuer-
zos de los pioneros serán prontamente copiados y no podrán benefi ciarse de 
su inversión en ella. Segundo, existen fallas de coordinación. El surgimiento 
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de nuevas industrias requiere de la coordinación de muchos actores, algunos 
de los cuales se encuentran en el sector privado y otros en el público. Esto 
no necesariamente ocurre espontáneamente como respuesta a las señales de 
mercado (Hausmann y Rodrik, 2003). 

En los últimos 30 años, el Estado chileno ha reconocido la necesidad de 
intervenir mediante diversos programas horizontales realizados por CORFO, 
Sercotec, y SENCE, entre otros. Dichas intervenciones no han producido un 
gran legado, como reconoce honestamente el gobierno (CNID, 2017). Se ha 
creado una enorme multiplicidad de programas de fomento empresarial y de 
innovación. Los actuales programas (Corfo, Sercotec, Conicyt, etc.) se enfocan 
en solucionar una enormidad de supuestas fallas de mercado, pero asignan 
muy pocos recursos, no priorizan, se usan poco y mal, y son muy costosos de 
administrar: los montos individuales involucrados son muy pequeños cuando 
se les compara con el enorme costo en burocracia que producen. Para poder 
hacer una política efectiva de desarrollo productivo, los recursos deben con-
centrarse en las carencias clave de la economía chilena. 

Por otra parte, las condiciones para el éxito de las intervenciones –ver-
ticales u horizontales– de política son bastante estrictas. Como indica Rodrik 
(2004), una política de desarrollo productivo exitosa requiere que ella sea 
transparente, que exija resultados de quienes se benefi cien de ella, que los 
estímulos sean transitorios y que sean permanentemente evaluados.

Lo que se propone aquí es trascender la dicotomía horizontal-vertical po-
niendo el énfasis en políticas que, en lugar de escoger sectores, escojan carac-
terísticas que la economía chilena requiere desarrollar, dejando al mercado la 
tarea de escoger sectores y empresas específi cas. Estas políticas intermedias 
tienen varias características: (1) aunque limitan el ámbito de industrias que 
pueden postular, no escogen sectores sino grupos de ellos; (2) las empresas, 
e incluso los sectores específi cos, se autoseleccionan; (3) los apoyos públicos 
son modestos, pero concentrados (no atomizados como sucede actualmente); 
(4) son otorgados por una sola vez, o dejan de operar una vez que se consigue 
el objetivo perseguido, o son descontinuados cuando la evidencia lleva a la 
conclusión que no están produciendo los resultados esperados; (5) las políti-
cas son transparentes y evaluadas periódicamente por entes externos, (6) los 
privados deben concurrir a los proyectos con recursos propios (Cheyre et al., 
2016) y (7) se prefi ere usar subsidios antes que instrumentos tributarios (ver 
CNID, 2017 y Atria et al. 2013). 

Las características que se promoverán deben ser objeto de discusión en 
instituciones mixtas público-privadas. Una ilustración de las características de-
seadas podrían ser: (1) productos y servicios nuevos para la exportación; (2) 
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mercados nuevos para productos y servicios ya existentes; (3) tecnologías nue-
vas para lo que ya producimos y podríamos estar exportando a precios com-
petitivos; y (4) inversiones extranjeras que nos acerquen a la exportación de 
bienes y servicios nuevos y nos inserten en las cadenas de valor del comercio 
internacional. Y, muy en particular, es importante examinar la vasta área de los 
servicios modernos, una fuente cada vez más importante de competitividad 
internacional.

La promoción de estas características puede ser abordada a través de la 
provisión de bienes públicos o a través de intervenciones de mercado. Desde 
luego, la primera vía es menos riesgosa que la segunda, ya que no involucra la 
entrega de subsidios. Algunos ejemplos de los bienes públicos que requeriría, 
digamos, el sector turismo son la construcción de infraestructura adecuada, la 
clasifi cación hotelera, la señalética en la infraestructura vial, la coordinación 
con instituciones de educación que formen capital humano para la industria 
del turismo, la promoción de la enseñanza prioritaria del inglés, entre otras 
lenguas. 

Pero las intervenciones de mercado van a ser indispensables. Chile ya 
tiene algunas experiencias exitosas en este campo. Dos ejemplos son el lla-
mado “reintegro simplifi cado” que rigió entre 1985 y 2003, que consistió en 
un pequeño subsidio a las exportaciones de partidas arancelarias que en el 
agregado no superaran los $20 millones y que dejaban de otorgarse cuando 
ello ocurría. Otro es InvestChile, programa comenzado en CORFO en 2001 
que consiste en subsidios por una sola vez a la instalación de empresas ex-
tranjeras en sectores de alta tecnología no existentes en el país. Con pocos 
recursos, este programa ha logrado atraer a más de un centenar de empresas 
en sectores de tecnología de la información, biotecnología y producción de 
equipos sofi sticados7. ¿Por qué no encontrar maneras de ampliar el programa 
a inversionistas nacionales, quizás en asociación con empresas que posean el 
know-how? 

En resumen, un paquete de políticas de desarrollo productivo deseables 
con baja probabilidad de captura, debería reordenar y racionalizar la multi-
plicidad de programas alojados en Corfo, Sercotec o Conicyt, y potenciar los 
siguientes elementos:

• Fomentar la capacitación y la formación de capital humano para las in-
dustrias en las que el país ya cuenta con ventajas comparativas o podría 
desarrollarlas (agroindustria, minería, silvicultura, productos del mar, bio-
tecnología). 

7  Ver Agosin et al. (2009) y Agosin y Price (2010).
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• Fomentar el diálogo público-privado con miras a identifi car nuevas opor-
tunidades y a remover obstáculos a su surgimiento (Devlin y Moguillansky, 
2011).

• A partir de ahí, identifi car características deseables que rayen la cancha 
pero dejan mucho espacio para la autoselección de sectores y de em-
presas específi cas. Y entregar incentivos limitados en el tiempo para que 
industrias con esas características emerjan.

• Fomentar la profundización de los mercados fi nancieros, promoviendo la 
expansión del segmento de capital de riesgo. 

• Facilitar la creación de nuevas empresas y estudiar una exención temporal 
de ciertas regulaciones o procedimientos administrativos existentes. No 
se trata de eximirlas de tales requisitos, sino que de otorgarles un waiver 
temporal para empezar a operar mientras completan esos trámites. 

• Considerando que el Estado cuenta con recursos limitados para la defen-
sa de la fi tosanidad del país (en particular ante emergencias, tales como 
la llegada de nuevas plagas cuarentenarias), se propone generar institu-
ciones público-privadas que permitan incorporar recursos de ambos sec-
tores para afrontar objetivos comunes.

• Avanzar en la utilización de medios electrónicos que reemplacen la do-
cumentación y presencia física en distintos trámites, para subsanar las 
actuales inefi ciencias en el proceso de exportación de bienes debido a 
trámites que innecesariamente deben realizarse en forma presencial y a 
la enorme cantidad de documentación en papel.

Chile está en una etapa de su desarrollo en la cual el descubrimiento de 
nuevas tecnologías está empezando a jugar un papel cada vez más importan-
te. Es por lo mismo que debemos reforzar la protección a la propiedad intelec-
tual e industrial. Las patentes juegan un rol central en el proceso de innovación 
y aumento de la productividad (Mansfi eld, 1986). El volumen de patentes re-
gistradas en un país refl eja no solo la intensidad de la innovación sino también 
indica la calidad de las actividades de investigación, la colaboración entre las 
empresas y la especialización tecnológica de la economía. 

La evidencia recolectada por Pinto et al. (2017) sugiere que, aunque ha 
habido un aumento en el número de patentes concedidas en los últimos años, 
Chile sigue muy rezagado frente a los países desarrollados. En parte esto se 
debe a los bajos niveles de inversión en I+D que alcanzan al 0,4% del PIB, 
frente a un promedio de 2,4% para los países de la OCDE. Sin embargo, inclu-
so considerando lo reducido de la inversión en I+D el nivel de patentización 
es muy bajo con respecto de otras economías de América Latina (Argentina y 
Brasil). Algunas propuestas que podrían incentivar la innovación incluyen: 
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• Mejorar la efi ciencia del INAPI, organismo que registra y otorga las paten-
tes en Chile. Aunque la reforma de 2005 redujo sustancialmente el perio-
do de tramitación de una patente, aún toma casi cinco años en promedio 
para obtener una patente, desincentivando la invención y la inversión (en 
EE.UU. toma entre 12 y 24 meses). Más aún, solo el 17% de las patentes 
solicitadas entre 1989 y 2013 fueron concedidas, cifra muy baja en com-
paración con EE.UU. (60%), México o Brasil (50%). 

• Impulsar un aumento de los niveles de patentización de las universidades 
chilenas, a través de fondos concursables para proyectos que lleven a 
patentar productos o procesos.

• Impulsar fuertemente la transferencia tecnológica desde los países desa-
rrollados, subsidiando la adopción de “international best practices” en 
las empresas nacionales. Este es un programa de bajo costo y altos retor-
nos potenciales (Trees, 2012).

• Estudiar la posibilidad de exigir que todo proyecto de ley del ejecutivo 
sea acompañado de un informe que mida los posibles impactos de pro-
ductividad del proyecto. Posiblemente, esto pueda ser realizado en con-
junto con el Centro de Análisis Presupuestario propuesto en otra parte de 
este documento8.

8 En voto de minoría, Manuel Agosin y Guillermo Larraín recomiendan evaluar la propuesta del 
CNID (2017) para la creación de un mecanismo –el llamado impuesto Romer– que fomente la 
recaudación de recursos para dedicar a la innovación en la forma de un impuesto que sería 
recaudado por el Estado, pero luego puesto a disposición de los sectores económicos para 
que estos decidan el destino de los recursos. Es importante identifi car el papel del Estado en 
este proceso, así como el costo en términos de burocracia de esta medida.





5. Políticas de Educación 

Un componente esencial para el crecimiento sostenido es la mejoría en la edu-
cación y capacitación de la fuerza de trabajo. Esto incluye tanto a los que se 
preparan para entrar al mundo laboral, así como el reentrenamiento de los 
adultos. Estudios hechos en Chile y el resto del mundo indican que los ma-
yores benefi cios para la sociedad del esfuerzo que realiza en educación se 
obtienen cuando este se realiza en edad temprana: una mejor educación pre-
escolar o parvularia permite que los niños tengan un mayor aprendizaje y un 
mejor rendimiento académico en educación básica primero, y en la educación 
media después. 

Una mejor educación permite también que la fuerza de trabajo se adapte 
a los continuos cambios en el mercado laboral, en particular para el desafío 
en ciernes del reemplazo de labores mecánicas y repetitivas por máquinas in-
teligentes. El informe McKinsey (2017) indica que en Chile aproximadamente 
un 50% de las actividades en el comercio, 65% en la manufactura y 40% en 
el gobierno son potencialmente reemplazables por máquinas. El desafío de 
adaptabilidad para nuestra fuerza de trabajo es enorme. 

Lograr una política educacional congruente es un desafío complejo. Ac-
tualmente, el Ministerio de Educación (Mineduc) trabaja con una lógica buro-
crática y sin responsables identifi cables que velen por la correcta articulación 
de los distintos componentes del sistema educacional. Los confl ictos de in-
terés son frecuentes y la captura política de distintos estamentos es evidente 
(Educación 2020, 2014).

Todo organismo de la administración pública debiera tener un mandato 
claro, un presupuesto acotado, y una evaluación continua, objetiva, y perma-
nente, cosa que actualmente no se cumple. Tampoco se mantiene una adecua-
da separación entre la gestión y su evaluación, de modo que no sea el mismo 
individuo o entidad el que lleva a cabo la gestión y su evaluación. 
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Un elemento que podría dinamizar adecuadamente este sector es que la 
sociedad, a través del Mineduc, se impusiera metas explícitas de mediano y 
largo plazo de mejoramiento de la calidad y cobertura de educación, en vez 
de las vagas declaraciones de mejoramiento que se hacen con frecuencia. Por 
ejemplo, según datos de la OCDE (2016c), en la actualidad los estudiantes chi-
lenos de la prueba PISA (447 puntos) se encuentran por debajo del promedio 
de la OCDE (494 puntos): un objetivo razonablemente exigente sería llegar al 
promedio en un plazo de 20 años.

Nuestras propuestas, basadas en la evidencia nacional e internacional, 
buscan superar algunas de las muchas limitaciones de la educación en Chile, 
en particular aquella con fi nanciamiento público.

I. Educación parvularia: cobertura y calidad

La evidencia disponible muestra que las diferencias en el desarrollo de los 
niños comienzan al año y medio de vida, y que asistir a una educación parvu-
laria de calidad a partir de los dos o tres años logra reducir esas diferencias 
(Shonkoff y Phillips, 2000; Heckman, 2004). Actualmente, la cobertura es de 
33% para niños entre 2 y 3 años; 51% para los de 3 y 4 años y 90% para los 
de 4 y 5 años. Respecto de la calidad de este tipo de educación, resultados 
de la Prueba Inicia sugieren que muchas educadoras de párvulos carecen de 
las competencias sufi cientes para asegurar una educación preescolar efectiva. 

Recomendaciones y propuestas: 

• Proponer un plan concreto de aumento de cobertura de Educación Par-
vularia para los niños a partir de los dos años de edad.

• Extender la subvención escolar a nivel parvulario (niños entre 2 y 4 años), 
donde el fi nanciamiento es insufi ciente.

• Actualmente los organismos privados sin fi nes de lucro pueden recibir 
fondos públicos a través de transferencias que la JUNJI otorga para la 
provisión de educación parvularia a niños en situación de pobreza. Propo-
nemos incluir proveedores privados y con un sistema de fi nanciamiento 
específi co para zonas vulnerables.

• Crear un sistema de aseguramiento de la calidad para la educación par-
vularia. Se requieren acuerdos y consensos para implementar un sistema 
que sea conocido y validado por los distintos actores involucrados en 
educación parvularia.

• Hacer un programa nacional de difusión de los benefi cios de la educación 
parvularia.
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Dos instituciones son las encargadas de entregar la educación temprana 
pública en nuestro país: JUNJI y Fundación Integra. Sin embargo, estas mez-
clan funciones de diseño de políticas, provisión y supervisión de la educación9. 
Se proponen las siguientes recomendaciones:

• Separar las funciones de diseño de políticas, provisión y supervisión de la 
educación en distintos organismos o responsables. 

• Articular políticas educacionales con políticas de temprana infancia que 
incluya educación de los padres, en temas tales como políticas de apego 
o disminución del nivel de estrés de los niños y que incluya el involucra-
miento de los padres en la educación de los niños. 

• Acabar paulatinamente con la JUNJI, Integra y los subsidios vía transfe-
rencia fi scal y crear un solo organismo que garantice el acceso de los in-
fantes a la educación a través de leyes, apoyo y fi nanciamiento de nuevos 
jardines infantiles. Se propone hacer experiencias piloto para probar mo-
delos alternativos o, por ejemplo, generar zonas macro independientes 
para ese organismo que permita el benchmarking y la descentralización.

II. Educación pública escolar: mejoras en la gestión y responsabilidad 
social

La gestión directiva y administrativa, es decir, el correcto manejo de los recur-
sos del sistema educacional, es crucial para el éxito de cualquier reforma edu-
cacional, sin embargo, no ha formado parte central del debate de la educación 
en Chile. Entre las medidas propuestas están: 

• Mejorar los niveles de profesionalización de los directores de los distin-
tos estamentos educacionales, para tener buenos administradores y me-
jores líderes pedagógicos. Diferenciar labores del director respecto del 
director ejecutivo. La evidencia indica que después de la infl uencia del 
docente en el aula, el liderazgo del director es el segundo factor más 
importante en la efi cacia escolar (Leithwood et al., 2004).

• Disminuir la excesiva centralización del modelo educacional. Actualmen-
te, el centro del modelo está en la Dirección de Educación Pública del 
Mineduc, que corresponde al nivel superior de la pirámide. El resto de los 
niveles inferiores están en función de este nivel central. Se propone poner 
el centro del modelo en los establecimientos escolares, entregándoles 

9 Los antecedentes recogidos por la Prueba Inicia y la Encuesta Longitudinal de la Primera 
Infancia sugieren que estos programas han sido defi cientes. A esto se agrega una división de 
educación preescolar del Mineduc que funciona de modo paralelo a estas instancias y que se 
relaciona con el hecho de que la educación escolar ha crecido, al menos parcialmente, hacia 
el ámbito preescolar.
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todas las atribuciones necesarias a los directores de escuelas para poder 
liderar sus proyectos educativos y poder responder de forma oportuna a 
las demandas de su comunidad. 

• Eliminar la rigidez contractual y salarial de los profesores. Aunque la Ley 
de Carrera Docente aprobada en 2016 provee perspectivas profesionales 
para los profesores, la rigidez contractual y salarial que impone el Estatu-
to Docente no premia a los mejores docentes, deprime los salarios de los 
profesores jóvenes, e imposibilita que los directores puedan contratar a 
los mejores pedagogos. El voto de mayoría de esta comisión es proponer 
que los profesores nuevos sean contratados bajo el nuevo Código del 
Trabajo y que se ofrezca el traslado voluntario para los profesores más 
antiguos10.

• Reducir y simplifi car los más de 1.800 procedimientos burocráticos con 
los que el Mineduc agobia a las escuelas (Educación 2020, 2017) y que 
redunda en que un tercio del tiempo de los directivos de las escuelas 
se malgastan lidiando con normas, informes, rendiciones, inspecciones, 
multas y sanciones (Murillo y Román, 2013). 

• Eliminar la notoria duplicidad de funciones entre los distintos estamentos 
del Mineduc, elemento que se agrava porque no están claras las respon-
sabilidades de los distintos actores y la gestión es defi ciente. Se propone 
alivianar la estructura administrativa del ministerio y usar los recursos que 
se liberen para potenciar la Agencia de la Calidad y direcciones educacio-
nales intermedias. 

• Avanzar hacia una regulación prudencial. El sistema educacional se ha 
ido expandiendo y su regulación es cada vez más compleja y burocrática. 
Los actuales mecanismos de control son punitivos, costosos y lentos de 
operar. La experiencia indica que se debe avanzar hacia una regulación 
basada en criterios prudenciales que son más efectivos, menos costosos, 
menos arbitrarios y más transparentes.

La información oportuna y veraz es fundamental para que padres y alum-
nos tomen las mejores decisiones respecto del tipo de educación que elijan. 
Las familias más vulnerables son las que peor acceso tienen a la información. 
Se ha producido un progresivo deterioro en la información que se les entrega: 
en vez de informar, la tendencia es a no dar resultados. Un ejemplo de esto 

10 Voto de minoría: Guillermo Larraín considera que los servicios educacionales, en particular los 
escolares, requieren de parte de los profesores una especial dedicación y compromiso que 
son mejor logrados con mecanismos que fomenten la estabilidad laboral y la evaluación de 
desempeño.
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es el SIMCE, al considerarse que tiende a reducir el concepto de calidad en 
torno a los logros académicos de los estudiantes (Agencia de Calidad de la 
Educación, 2017). Al respecto, se propone:

• Mejorar la información de los padres y alumnos mediante el desarrollo 
una encuesta continua (corta, 15 preguntas) que los padres puedan res-
ponder online/papel respecto de la calidad de la educación de sus hijos 
en escuelas primarias y secundarias.

• Generar cartillas informativas con las distintas dimensiones de la calidad 
de la educación que ayuden a los padres a escoger mejor las escuelas 
(Gallego et al., 2008). La recolección y divulgación de la información de-
biera recaer en la Agencia de Calidad de la Educación.

III. Educación media técnico-profesional: acercando escuelas a empresas. 
La educación media técnico-profesional (EMTP) congrega actualmente cerca 
del 45 por ciento de los alumnos de tercero y cuarto de enseñanza media de 
Chile, cifra que es similar a los países de la OCDE (OCDE, 2016a). No obstan-
te, ha estado relativamente ausente del debate educacional reciente. Hay bas-
tante espacio para hacer mejoras tanto en la calidad de este tipo de educación 
como en la inserción laboral de los jóvenes una vez egresados. Se propone:

• Reasignar una parte signifi cativa de los recursos públicos destinados ac-
tualmente a la educación universitaria hacia los CFT e IP, sobre la base 
de criterios de calidad de educación y rendimiento de los alumnos be-
nefi ciarios. Actualmente, los IP y los CFT reciben respectivamente cerca 
del 11% y 5% del fi nanciamiento fi scal total a estudiantes de la educación 
superior. 

• Fortalecer el sistema de Educación Dual, de modo que parte de la edu-
cación de los jóvenes de EMTP se realice en la empresa. Esto permite 
generar aquellas competencias que son valoradas especialmente al co-
mienzo de la vida laboral, reduciendo el costo de buscar empleo para los 
que comienzan su vida laboral.

• Flexibilizar el currículo de educación media. El currículo de educación 
media está orientado a que los alumnos sigan estudios universitarios. Se 
podría permitir que, durante sus estudios secundarios, los jóvenes que 
lo deseen puedan tomar cursos en CFT en forma de educación avanza-
da, que luego les sean reconocidos como válidos para obtener un título 
o certifi cación. Otra alternativa es permitir que los estudiantes puedan 
ingresar a los CFT a partir de tercero medio. Se debería fomentar una 
mayor interacción con la empresa en la defi nición del mismo. 
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IV. Educación superior: fi nanciamiento y gobernabilidad
La formación de profesionales y científi cos de alto nivel es crucial para in-
centivar de manera sostenible la innovación, la adopción de tecnología, los 
aumentos de productividad y el crecimiento económico. Lamentablemente, 
el fi nanciamiento universitario –y en particular, la gratuidad– ha dominado la 
discusión sobre las políticas de educación en Chile, en detrimento de otras 
áreas que son tanto o más importantes como son la calidad, la focalización, la 
modernización institucional y la evaluación de resultados. 

Los estudios indican que, en términos de desarrollo personal, reducción 
del confl icto social, crecimiento económico y bienestar, los fondos disponibles 
debieran ser asignados prioritariamente a la educación preescolar y primaria 
(Heckman y Klenow, 1997). Por otro lado, la educación media técnico-profe-
sional y técnico-profesional educa más alumnos que todo el sistema universi-
tario, pero recibe la décima parte de los recursos de las universidades (Edu-
cación 2020, 2015). Por supuesto, a nivel universitario, debe haber créditos 
para aquellos que no tienen recursos y también parece razonable que existan 
becas en las situaciones de mayor carencia o durante la vida laboral cuando los 
ingresos de las personas no son sufi cientes para pagar los créditos. Evidencia 
reciente para Chile indica que no hay restricciones de recursos entre aquellos 
que podrían haber sido aceptados en las universidades y no postularon (Rojas 
et al., 2016) lo que pone en entredicho la afi rmación popular que estudiantes 
competentes no puedan estudiar en Chile principalmente por razones econó-
micas.

En materia de fi nanciamiento a la educación superior, además, es un error 
conceptual confundir la vulnerabilidad socioeconómica del estudiante con la 
del egresado. En términos generales, los egresados tienen niveles de vulne-
rabilidad sustancialmente menores y poseen niveles de renta promedio tres 
veces mayores que los de un egresado con educación media. 

• Desde este punto de vista la gratuidad no es el mecanismo de fi nancia-
miento adecuado. Existen alternativas a continuar expandiendo la gra-
tuidad y que esos recursos pueden utilizarse mejor en la educación pre 
escolar, escolar y técnico profesional. Es por ello que el voto de mayoría 
de esta comisión es eliminar el sistema de gratuidad actualmente en ope-
ración y reemplazarlo por un sistema de becas y créditos contingentes al 
ingreso para los más vulnerables11.

11 Voto de minoría: Guillermo Larraín y Manuel Agosin sugieren mantener el sistema de gratui-
dad en sus actuales niveles y con su actual estructura. 
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• Se propone modifi car el manejo de la educación universitaria en tres di-
mensiones:

• Abrir el Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas (CRUCH) 
a la participación de todas las universidades chilenas –de propiedad 
pública o privada– que tengan un mínimo nivel de acreditación insti-
tucional y excluyendo a las que no las tienen, sean públicas o priva-
das. De esta manera, se evitaría que se produzca una diferenciación 
artifi ciosa y contraproducente entre ellas, desincentivando el lobby 
individual y el confl icto, de modo que el CRUCH se convierta en un 
elemento dinamizador del desarrollo de la educación superior y de 
su calidad12.

• Desarrollar una política de asignación de fondos más equilibrada en-
tre universidades, IP y CFT. Los aportes (basales) entre instituciones 
deben ser hechos sobre la base de criterios que revelen la contribu-
ción de las instituciones a la provisión de bienes públicos y a la for-
mación de capital humano y no por criterios históricos. Un ejemplo 
a seguir es el modelo alemán de fi nanciamiento de la educación 
superior que complementa los aportes basales con un mecanismo 
para asignar recursos en forma competitiva o a través de proyectos 
sujetos a rendición de cuentas (Hartwig, 2006). 

• Evitar la asignación presupuestaria anual de fondos públicos (un área 
de fácil politización) y asignar el fi nanciamiento por un número fi jo 
de años al cabo de los cuales se evalúa a las instituciones por la pro-
ductividad lograda.

• Se proponen también medidas para hacer más efi ciente el uso de los 
recursos públicos y privados:

• Acortar el largo de las carreras universitarias, siguiendo el ejemplo 
de la Unión Europea (3 a 4 años para el pregrado y 2 para el magís-
ter), lo que reduce adicionalmente el costo fi nanciero para el Estado.

• Permitir que se otorguen certifi cados intermedios con dos años de 
estudios superiores. 

12 Voto de minoría: Claudio Agostini e Ignacio Briones reconocen que, si bien disminuir las ba-
rreras a la entrada al CRUCH a través de criterios objetivables de calidad en lugar de simples 
razones históricas es un avance. Plantean que es mejor eliminar al CRUCH, por cuanto se trata 
de un grupo incumbente que, de facto, tienen incidencia en la defi nición de las reglas del 
juego que afectan a instituciones que están fuera.





6. Políticas Laborales 

La tasa de desempleo en Chile se ha mantenido relativamente baja a pesar 
del bajo crecimiento económico de los últimos cuatro años. Este fenómeno 
esconde sin embargo varios elementos importantes: (a) si bien la participación 
masculina es cercana al promedio de la OCDE, la tasa de participación feme-
nina es signifi cativamente inferior, (b) existe un alto nivel de empleo por cuenta 
propia (mientras en la OCDE es inferior al 15% del empleo total, en Chile su-
pera el 26%), y (c) existe una alta rotación entre el empleo dependiente formal, 
el independiente formal y el empleo informal. 

La creciente incorporación de la mujer al mercado laboral formal tiene un 
impacto positivo tanto en los ingresos de las familias como en el crecimiento 
económico. Más abajo ofrecemos propuestas para potenciar este fenómeno, 
en sí bastante autónomo. 

El trabajo independiente y la alta rotación, sin embargo, son cruciales 
pues afectan negativamente la productividad laboral por distintas vías. Por 
un lado, los trabajadores independientes (25% del total) tienen poco acceso 
a capital, escasa formación empresarial y carecen de capacitación apropiada 
por lo que se concentra en sectores primarios de baja productividad. Por otro, 
la alta rotación hace que los trabajadores dependientes tiendan a capacitarse 
muy poco en aquellas tareas de mayor productividad que son específi cas en la 
empresa (porque pronto no estarán ahí). Los empleadores tampoco ven gran-
des razones para capacitar a nadie si se van a ir en corto tiempo. Se genera así 
un círculo vicioso: al tener poca capacitación, los empleos son más precarios y 
poco productivos, lo que refuerza la rotación.

Adicionalmente, la productividad laboral media de Chile es la mitad de 
la de los países OCDE, o 40% de la de un norteamericano. En parte, esto 
se debe a un severo problema en la educación y competencias de la fuerza 
laboral: la prueba PIAAC (OCDE, 2016b) que mide las competencias de la 
población adulta, indica que en Chile más del 50% de la población adulta no 
alcanza las competencias más elementales en comprensión lectora, numérica 
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y digital (nivel 1 de 5) y solo el 2% está en los niveles más avanzados (niveles 4 
y 5). Incluso las competencias promedio de un chileno con educación superior 
equivalen a las de un trabajador con educación media de la OCDE. Lo anterior 
solo viene a confi rmar que Chile tiene un tremendo desafío a nivel de su for-
mación escolar, como se discute en el capítulo 5.

Si la situación coyuntural del mercado laboral no es del todo desfavora-
ble, su perspectiva es más sombría como resultado de cambios tecnológicos, 
demográfi cos y sociales que impactan de manera signifi cativa tanto el merca-
do del trabajo como la forma en la que tendríamos que preparar a nuestros 
niños y jóvenes para que puedan desempeñarse con éxito en el futuro.

El desarrollo de la robótica y la inteligencia artifi cial pueden impactar el 
tipo de trabajo y la forma en que este se organiza, no solo en Chile sino en 
todo el mundo. Se estima que el 47% de los trabajadores en EE.UU. se des-
empeña en trabajos con un alto riesgo de desaparecer, como resultado de 
la automatización (Frey y Osborne, 2013). Igualmente, podría desaparecer el 
35% de los puestos de trabajo en Gran Bretaña y el 49% en Japón (The Eco-
nomist, 2017). Es difícil predecir qué efecto podría tener la robótica en Chile, 
pero en cualquier caso no será marginal. Por otro lado, este mismo proceso 
crea nuevos empleos más productivos. De hecho, los trabajos y ocupaciones 
que tienen mayor demanda en la actualidad, ni siquiera existían hace 10 años. 
Más importante aún, de acuerdo con un informe del Departamento del Tra-
bajo (1999) de Estados Unidos, el 65% de los niños que están entrando hoy 
a la educación básica, cuando terminen su educación encontrarán empleo en 
trabajos que hoy día no existen. La organización del trabajo cambiará, siendo 
cada vez más común el trabajo remoto, on-demand, temporal, contingente, 
parcial, y otras formas que requieren de un mercado del trabajo que sean ca-
paces de acomodarlas. La historia enseña que la tecnología termina por impo-
ner sus términos y lo que corresponde es acomodar las instituciones laborales 
para que este progreso benefi cie a todos.

Los cambios demográfi cos y sociales también están impactando el mer-
cado laboral. Por un lado, el aumento en la esperanza de vida hace que las 
personas quieran o necesiten trabajar más allá de los 65 años (por razones de 
bienestar como para fi nanciar un mayor número de años de retiro). Por otro, 
la creciente participación de la mujer también plantea el desafío de acomodar 
este talento y permitirle participar y desarrollarse de buena forma. 

Estas tendencias plantean el desafío de pensar en las regulaciones del 
mercado del trabajo de forma que estas permitan que las personas puedan 
desarrollarse íntegramente invirtiendo en capital humano y siendo agentes ac-
tivos en el mercado del trabajo, adaptándose a las necesidades del mercado 
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conforme sus talentos, etapas del ciclo de vida, preferencias y características 
propias. 

Como lo dijera el presidente del Consejo Asesor Presidencial de Trabajo 
y Equidad, creada por la Presidenta Bachelet en su primer periodo, al entregar 
su informe de mayoría: “La mejor política social consiste en que cada persona 
tenga un empleo, y que este proporcione un ingreso que permita cubrir un 
nivel de vida satisfactorio”, y “el propósito central es inducir e incentivar a las 
personas a capacitarse, buscar empleo y trabajar; este nuevo foco sustituye 
los problemas de dependencia y asistencialismo de las políticas sociales del 
siglo XX, poniendo los acentos en la autoestima y la autosustentación” (Con-
sejo Asesor Presidencial Trabajo y Equidad, 2008). 

Las reformas laborales recientemente aprobadas, así como el antiguo 
Código del Trabajo, fueron hechas pensando en trabajadores con empleos 
tradicionales, permanentes y de jornada completa y no se hacen cargo de las 
nuevas realidades del mercado laboral y menos aún de los desafíos que se 
avecinan. Posiblemente, sus resultados sean bastante distintos a lo planteado 
más arriba por el Consejo.

El énfasis de la nueva ley laboral está en el fortalecimiento de los sindi-
catos, en el fortalecimiento de la huelga como instrumento de presión y en 
la extensión de la negociación interempresa. Su principal problema es que 
exacerba la confl ictividad en las relaciones laborales y la negociación queda 
circunscrita principalmente a la determinación del bono de término de con-
fl icto. En efecto, con la reciente reforma laboral el ámbito de lo negociable 
quedó excesivamente restringido en la negociación reglada y las respuestas a 
los desafíos que enfrentará el mercado del trabajo no son parte de la negocia-
ción, en particular respecto de las diferentes modalidades y extensión de las 
jornadas laborales13. La falta de regulación del bono por término de confl icto 
hace que la atención se centre en dicho bono en menoscabo de las mejoras 
de la productividad laboral.

El nuevo procedimiento reglado de negociación colectiva no da debida 
importancia al aspecto colaborativo y de dependencia mutua entre las partes. 
Las políticas que se desprenden de una visión colaborativa e interdependiente 
de las relaciones labores son bien distintas a las que se ha tratado de legislar. 
Estas podrían incluir desde la participación en las utilidades para los trabaja-
dores y mejores seguros de desempleo, hasta programas de capacitación y 

13 Un caso claro de este problema ocurre en el sector agrícola: la exportación de productos pe-
recibles requiere que no se rompa la cadena desde el huerto hasta el puerto. Esta actividad 
está sujeta a numerosas situaciones fuera del control de la empresa (ejemplo, clima y plagas) 
por lo que se requiere extender las labores por tiempos limitados. En la medida que este tipo 
de contratos no se puedan realizar, las empresas tenderán a subcontratar más de lo óptimo en 
períodos de necesidad.
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reubicación para los trabajadores desplazados por el progreso técnico o por la 
obsolescencia de industrias existentes14. 

Nos preocupa que la reforma pueda alterar de manera negativa el di-
namismo en la generación de empleos de nuestra economía. También nos 
preocupa la ausencia de prioridades para impulsar decididamente la inversión 
en capacitación y para aumentar el capital humano de los trabajadores, y de 
políticas de inserción laboral de los grupos más desventajados.

Hacemos un llamado a maximizar los esfuerzos por mejorar las relaciones 
laborales en Chile de manera que todos los involucrados acepten la realidad: 
la prosperidad de las empresas y de sus trabajadores se construye en conjun-
to. Sentimos preocupación por el bajo grado de diálogo social en Chile. Una 
prueba de ello es que, aunque en el proceso de negociación no reglada haya 
mayores ámbitos de temas a negociar, este se usa muy poco. Debemos trans-
formar a nuestro mercado laboral en una fuente de mayor productividad y eso 
involucra a todos. 

Propuestas
Al momento de hacer propuestas se debe tener presente que las regulaciones 
laborales hay que mirarlas en un sentido integral. Se requiere crear un merca-
do laboral dinámico y competitivo que funcione de mejor manera en una pers-
pectiva de mediano y largo plazo, sin perder de vista que el objetivo fi nal de 
la regulación laboral es que trabajadores y empresa tengan un poder relativo 
de negociación equilibrado. En consecuencia, las propuestas deben ser eva-
luadas en forma conjunta de modo de poder entender (y ojalá cuantifi car) los 
verdaderos efectos que estas tienen sobre el mercado laboral. De manera cre-
ciente, los trabajadores quieren un mercado del trabajo que les permita poder 
adaptarse mejor a él y, al mismo tiempo, poder mantener una cierta seguridad 
de ingresos para él y su familia a través de todo su ciclo de vida. 

I. Reformar el sistema de Indemnización por despido
Proponemos cambiar la actual indemnización por despido de un mes por año 
con un tope de once meses por una indemnización a todo evento con un tope 
de cinco meses para todos los nuevos trabajadores contratados y para aque-
llos trabajadores con contrato vigente que voluntariamente deseen cambiarse. 
En términos prácticos, la indemnización es una suerte de ahorro forzoso del 

14 Algan y Cahuc (2007) indican que el éxito económico de los países nórdicos o de Alemania 
se debe en buena parte a que hay un intenso diálogo social cuyos equilibrios de poder nego-
ciador permiten que muchos problemas del mercado laboral no requieran intervenciones del 
Estado porque encuentran una solución adecuada al nivel de la empresa. 
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trabajador. El hecho que ese ahorro solo sea recuperable cuando es despe-
dido, limita la movilidad del trabajador por decisión propia y atenta contra el 
mejor funcionamiento del mercado laboral. A su vez, un empleador puede 
verse desincentivado a despedir a un trabajador, aunque sea conveniente ha-
cerlo, por razones de liquidez.

El esquema a todo evento propuesto, junto con la reducción en el tope 
de la indemnización se debe complementar con un mejoramiento en el fun-
cionamiento del seguro de cesantía. La propuesta es que el benefi cio de la 
indemnización se devengue proporcionalmente al tiempo que el trabajador 
permanece en la empresa a razón de un mes por año con un tope de cinco 
meses, en lugar de un mes por año desde el mes doce. La interacción con el 
seguro de desempleo sería de forma que cuando se acaba el derecho de la 
indemnización (con un tope de 5 meses pero que puede ser menos si el traba-
jador estuvo menos de 5 años en el trabajo), empieza a girar del seguro. Esto 
logra crear un sistema de protección al trabajador cesante signifi cativamente 
más poderoso que el existente en la actualidad mejorando de manera sustan-
cial el funcionamiento del mercado del trabajo. 

II. Educación técnico-profesional y capacitación: mejores oportunidades 
laborales 

Por otra parte, en la educación terciaria, los Institutos Profesionales (IP) con-
centran cerca del 33% de la matrícula y los Centros de Formación Técnica 
(CFTs), el 12% (CNED, 2016). Al igual que la EMTP, este tipo de educación ha 
estado ausente del debate. Hay, sin embargo, bastante espacio para hacer 
mejoras tanto en la calidad de este tipo de educación como en la inserción 
laboral de los jóvenes. Se propone:

• Reasignar una parte signifi cativa de los recursos públicos destinados 
actualmente a la educación universitaria hacia los centros de formación 
técnica (CFT) e institutos profesionales (IP), sobre la base de criterios de 
calidad de educación y rendimiento de los alumnos benefi ciarios.

• Fortalecer el sistema de Educación Dual, de modo que parte de la educa-
ción de los jóvenes se realice en la empresa. Esto permite generar aque-
llas competencias que son valoradas especialmente al comienzo de la 
vida laboral, reduciendo el costo de buscar empleo para los que comien-
zan su vida laboral.

• Flexibilizar el currículo de educación media. Hoy el currículo de educación 
media está orientado a que los alumnos sigan estudios universitarios. Se 
podría permitir que, durante sus estudios secundarios, los jóvenes que lo 
deseen puedan tomar cursos en CFT en forma de educación avanzada, 
que luego les sean reconocidos como válidos para obtener un título o 
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certifi cación. Otra alternativa es permitir que los estudiantes puedan in-
gresar a los CFT a partir de tercero medio. 

Hay cerca de cinco millones de personas en la fuerza de trabajo que no 
han terminado la enseñanza media. El actual sistema estatal de capacitación, 
radicado en el SENCE, no funciona correctamente, porque está capturado por 
las OTEC y OTIC; el tipo de capacitación que se ofrece es muy general y poco 
específi ca. Se propone15:

• Permitir y fomentar que las personas que no han completado la enseñan-
za media, puedan escoger una salida técnico profesional. Esto puede ser 
mucho más útil que una salida tradicional de enseñanza media. Incentivar 
este camino a la vez que avanzar en la certifi cación de competencias ge-
neraría valor al egreso de estos estudiantes.

• Reformar drásticamente el actual SENCE para transformarlo en una agen-
cia moderna de formación continua, cuyas autoridades sean nombradas 
por ADP y que sea evaluada externamente. 

• Exigir certifi cación y rendición de cuentas de las OTEC, poniendo el foco 
en el aseguramiento de la calidad basado en productos en lugar de pro-
cesos.

• Reemplazar la actual franquicia tributaria de capacitación, que está muy 
mal focalizada, orientándola hacia los trabajadores que más la necesitan y 
generar mecanismos de fi nanciamiento a los que pueda presentarse tan-
to las empresas como trabajadores interesados. A diferencia del crédito 
tributario existente actualmente en la franquicia de capacitación, el nuevo 
esquema propuesto debe considerar un copago relevante por parte de 
los interesados de forma tal de incentivar la selección de programas de 
capacitación que realmente agreguen valor.

• Revisar la organización industrial del funcionamiento de los cursos de ca-
pacitación para corregir distorsiones e introducir otras mejoras. En esa 
línea, fortalecer los Consejos de Competencias Sectoriales y recursos vin-
culados a sus programas.

• Fijar estándares para los cursos de capacitación y establecer mecanismos 
de evaluación permanente.

• Permitir y fomentar que las personas que no han completado la enseñan-
za media, puedan escoger una salida técnico profesional. Esto puede ser 
mucho más útil que una salida tradicional de enseñanza media. Incentivar 

15  Buena parte de estas propuestas se encuentran en Larrañaga et al. (2014) y también están 
recogidas en el Proyecto de Ley ingresado en enero de 2014. 
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este camino a la vez que avanzar en la certifi cación de competencias ge-
neraría valor al egreso de estos estudiantes. 

• Otorgar reconocimiento del Estado a la educación de ofi cios y ampliar 
la certifi cación de competencias, por ejemplo, expandiendo el Programa 
Chile Valora.

III. Fortalecer las políticas para incentivar la participación laboral femenina
Aumentar la participación laboral femenina tiene el círculo virtuoso de generar, 
ingresos para la familia y contribuir al empleo y al crecimiento. Para ello se 
debe avanzar en la implementación de políticas que faciliten la participación 
de la mujer en el mercado del trabajo, tales como ofrecer alternativas de ca-
lidad para el cuidado de los niños en edad de asistir a salas cunas y en etapa 
preescolar. 

IV. Permitir el reemplazo interno durante la huelga
Mientras en la gran mayoría de los países OCDE se prohíbe el reemplazo con 
trabajadores externos durante la huelga, sí se permite el reemplazo con tra-
bajadores internos de forma de minimizar el impacto sobre los consumidores 
sin lesionar el derecho a huelga. En un contexto con sindicatos más fuertes, el 
reemplazo interno parece ser la forma más razonable de conciliar el derecho al 
trabajo y el derecho a huelga con la provisión del servicio que la empresa debe 
otorgar a sus consumidores. 

V. Ampliación del ámbito de la negociación colectiva
Se propone ampliar el ámbito de la negociación colectiva en el procedimiento 
reglado para que pueda incluir materias relevantes que hoy no son sujeto de 
negociación por no encontrarse defi nidas en el Código del Trabajo. 

El esquema vigente desconoce la heterogeneidad productiva que carac-
teriza las empresas del país (industria, tamaño, productividad), lo que requiere 
ámbitos más fl exibles de negociación que se adapten de mejor forma a cada 
realidad.

Por otra parte, al limitarse la cantidad de temas relevantes a negociar, 
se limita también el valor que puede tener un sindicato y, por lo tanto, se 
los debilita artifi cialmente. Para tener un sindicalismo fuerte y competitivo, 
es fundamental que los liderazgos sindicales compitan por el tipo de cosas 
que proponen negociar. Hoy eso no se puede en áreas relevantes (los pactos 
de adaptabilidad requieren quórums muy altos) y buena parte se centra en el 
bono por término de confl icto.





7. Mayor Competencia para el 
Crecimiento

La libre competencia es una condición necesaria para lograr una efi ciente asig-
nación de recursos, promover la innovación y generar el mayor bienestar para 
la sociedad. Es así como la evidencia muestra que las diferencias de ingreso 
per cápita entre países se debe, entre otras cosas, a las conductas anticompe-
titivas existentes en los países más pobres (Parente y Prescott, 2002; Acemoglu 
et al., 2004). Diversos estudios señalan que una institucionalidad fuerte en 
libre competencia aumenta la productividad y el crecimiento económico entre 
2% y 6% en países desarrollados y 10% en países en vías de desarrollo (OCDE, 
1997 y 2001; Scarpetta y Tressel, 2002). La libre competencia se erige, ade-
más, como fuente de legitimidad de una economía de mercado. Por un lado, 
los chilenos valoran la competencia y sienten justifi cada indignación ante la 
presencia de prácticas anticompetitivas. Por otro, los emprendedores y nuevos 
entrantes ven sus proyectos frustrados sin una cancha pareja. 

En Chile se ha avanzado mucho en los últimos 15 años y la instituciona-
lidad hoy está a la altura de las mejores prácticas y diseños de políticas que 
existen en el mundo. La reforma de 2003 que creó el Tribunal de Defensa de 
la Libre Competencia (TDLC); la de 2009 que creó la delación compensada 
y le dio facultades intrusivas para investigar a la Fiscalía Nacional Económica 
(FNE); y la de 2016 que aumentó signifi cativamente las multas, agregó un con-
trol obligatorio de fusiones y restableció la cárcel para colusión, ponen a Chile 
prácticamente al nivel de un país desarrollado en materia de institucionalidad 
de libre competencia. En este sentido no hay mayores cambios institucionales 
que hacer y hay que darle tiempo a las últimas modifi caciones de 2016 para 
evaluar cómo funcionan estas antes de hacer nuevas reformas.

Aun así, existen espacios de mejoras. Siendo la competencia esencial 
para lograr una mayor productividad y efi ciencia de los mercados, propone-
mos acciones en tres dimensiones.
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I. Fortalecimiento institucional
La FNE ha visto fortalecidas sus atribuciones y ha desempeñado un rol activo 
y profesional en los últimos años. Sin embargo, creemos que es importante 
seguir fortaleciendo su institucionalidad a través de dos acciones. Primero, 
aumentando su autonomía respecto del gobierno. Esto puede ser especial-
mente importante, por ejemplo, para poder perseguir potenciales conductas 
anticompetitivas en empresas públicas. En este sentido sería importante ro-
bustecer institucionalmente el nombramiento del Fiscal Nacional Económico 
para que, cumpliendo con los más altos estándares profesionales, el ejercicio 
de su cargo esté desfasado del ciclo político. La segunda propuesta es aumen-
tar el presupuesto de la FNE signifi cativamente, de tal forma de robustecer sus 
capacidades técnicas y de que, de ser necesario, pueda contratar abogados y 
especialistas externos para procesos de alta complejidad. Es necesario, asimis-
mo, dotar a la Corte Suprema de asesoría técnica de alto nivel que pueda asis-
tir a sus ministros en fallos vinculados a temas complejos de libre competencia.

II. Remoción de protecciones legales
Independiente del alto estándar que tiene la actual institucionalidad de libre 
competencia en Chile, hay varios mercados donde aún quedan trabas legales 
y/o regulatorias y ventajas competitivas artifi ciales que impiden una mayor 
competencia o la entrada de nuevos y mejores competidores. Es importante 
avanzar en liberalizar esos mercados, como se propone a continuación. 

A. Limitaciones legales que aumentan costos de transacción
1. Actividades desintermediadas: En línea con la recomendación de la 

Comisión Nacional de Productividad, es fundamental una revisión de 
nuestras leyes y regulaciones que limitan la aparición y consolidación de 
oferentes de soluciones desintermediadas en áreas tan diversas como el 
transporte (taxis), la hotelería o los medios de pago. Muchas de estas re-
gulaciones eran razonables en su minuto, pero resultan anacrónicas en un 
contexto tecnológico actual que permite reducir fuertemente los costos 
de transacción, favorecer la desintermediación y benefi ciar a los consumi-
dores.

2. Transbank y medios de pago: La estructura actual del mercado de pagos 
con tarjeta tiene un único adquirente (Transbank) integrado verticalmente 
con los emisores de tarjetas (los bancos). Se propone impulsar las reco-
mendaciones del TDLC de 2017 que recomendó al gobierno modifi car 
las leyes y reglamentos necesarios para fomentar la competencia en los 
medios de pago con tarjeta y, en particular, para “prohibir la actuación 
conjunta de los bancos emisores en la adquirencia”.
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3. Homologación automática de certifi caciones y títulos para países con 
mejores estándares, como por ejemplo la OCDE: Siendo la certifi cación 
nacional un principio razonable en ciertas áreas, no lo es cuando el en-
trante cumple con certifi caciones internacionales de estándar igual o ma-
yor al nacional. Por ello, es necesario remover estas barreras. Ejemplos 
de esto son la certifi cación aeronáutica de la DGAC para operar aviones 
comerciales en Chile, la cual se exige incluso para aviones que están cer-
tifi cados por una agencia mucho más exigente como la FAA en Estados 
Unidos. Lo mismo ocurre a nivel de la certifi cación de títulos profesionales 
de universidades extranjeras, aun cuando estas sean de mayor nivel que 
las chilenas o de la Universidad de Chile quien los certifi ca.

B. Limitaciones legales que reducen la competencia
1. Notarios y conservadores de bienes raíces: Se propone avanzar decidi-

damente hacia un esquema de licitaciones por precio y estándares de 
servicio, sujeto a requisitos de idoneidad de los participantes. En parale-
lo, se debe avanzar en implementar la fi rma digital para la generación de 
notarías virtuales.

2. Cabotaje marítimo: Actualmente el transporte naviero dentro del país, 
de carga y pasajeros, está limitado por un decreto ley que reserva el co-
mercio de cabotaje a navieras chilenas (DL 3059). En el caso de la carga, 
esto encarece los precios del cabotaje e induce a que la carga se realice 
en camiones, saturando las carreteras y generando externalidades nega-
tivas. En el caso de los pasajeros, esta prohibición de acceso a navieras 
extranjeras no solo sube los precios, sino que limita fuertemente el desa-
rrollo del enorme potencial turístico que tiene Chile.

3. Medicamentos: Buena parte del problema de poca competencia en el 
mercado de medicamentos se debe a que el consumidor fi nal no puede 
elegir libremente entre productos, ya que no puede comparar marcas 
y precios. Existe evidencia además de relaciones de integración entre 
laboratorios y médicos y entre laboratorios y farmacias. Para generar más 
competencia se propone retomar la iniciativa de que los medicamentos 
sin receta puedan ser vendidos en otros puntos de ventas (p.e., super-
mercados) y que además estén siempre disponibles en góndolas en las 
mismas farmacias.

4. Pesca: La ley de pesca, al garantizar cuotas (y rentas) en base a razones 
históricas, limita la entrada de nuevas empresas que pueden ser más efi -
cientes y operar con tecnologías más limpias. La solución es licitar todas 
las cuotas de pesca por períodos fi jos de tiempo, lo sufi cientemente lar-
gos como para garantizar la sustentabilidad de los recursos y el retorno 
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de las inversiones. Para que un sistema de licitación opere correctamente, 
se requiere, sin embargo, aumentar fuertemente la fi scalización para que 
se cumplan las cuotas de pesca, no solo a pesqueros industriales sino 
también a los artesanales. Se debe aumentar las sanciones para los infrac-
tores de manera muy sustancial, incluyendo la suspensión o revocación 
de la licencia de pesca en caso de infracciones cuantiosas o reiteradas, 
como se hace en la Unión Europea (Blomeyer y Sanz, 2014).

5. Prácticos de puertos: Desde 1978, los prácticos son asignados con nom-
bre y apellido a los barcos que entran a un puerto chileno sin que la 
empresa naviera pueda siquiera elegir cuál práctico quiere contratar. Más 
aún, para ser práctico no hay concurso público, sino que son nombrados 
a discreción por la Dirección General de Territorio Marítimo. Lo razonable 
es que exista una lista de condiciones para ser práctico, que cualquiera 
que las cumpla pueda serlo, y que las navieras puedan elegir libremente 
cuál práctico usar. Eso generaría competencia y bajarían las tarifas que se 
cobran actualmente.

III. Mercados relevantes en que se puede aumentar la competencia
1. Transporte terrestre de carga: Aunque el servicio de transporte es social-

mente valioso, los camiones también generan externalidades negativas 
en la forma de contaminación, congestión, mantención de caminos y ca-
lles, y accidentes de tránsito. Hoy los camiones no pagan por esos costos 
que generan, lo cual es un subsidio implícito que distorsiona además las 
decisiones respecto al uso de otros medios de transporte. Para eliminar 
esos efectos negativos y generar mayor competencia, bastaría con hacer 
pagar a los camiones por las externalidades que generan. La forma más 
simple de avanzar es aumentando los peajes y el impuesto al diésel –que 
hoy es solo un cuarto del impuesto a las gasolinas– junto con eliminar su 
reintegro.

2. Acceso abierto: En Chile existe la obligación legal de dar acceso a facili-
dades esenciales en varios mercados (open access). Ese es el caso en el 
mercado de generación eléctrica, por ejemplo. Sin embargo, como la ley 
no establece ni plazos para que el acceso se materialice ni multas por atra-
sos, en la práctica las empresas ya instaladas tienen incentivos a demorar 
todo lo posible la entrada de nuevos competidores en esos mercados. 
La situación termina usualmente en un proceso judicial, encareciendo los 
costos de entrada y demorando aún más la entrada de competidores. Se 
propone que la regulación de todas las industrias donde hay facilidades 
esenciales establezca plazos de acceso y multas sustanciales por dilación.
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3. Telecomunicaciones: Las empresas de telecomunicaciones han impedido 
o postergado la entrada de nuevas tecnologías y nuevos competidores 
a través de judicializar muchos temas. Igualmente, ha habido compor-
tamientos oportunistas de parte de empresas que apuestan a rentar a 
través de juicios. Una forma de eliminar esa práctica es replicar la expe-
riencia del mercado eléctrico donde ocurrió lo mismo por años hasta que 
se creó el Panel de Expertos que funciona como tribunal técnico indepen-
diente y sanciona rápido. Se propone la creación de un Panel de Expertos 
en Telecomunicaciones con una estructura y fi nanciamiento similar al del 
sector eléctrico.

4. Costos de cambio y eliminación por default: Hay muchos mercados don-
de el consumidor puede suscribirse a un servicio fácilmente (rápido e 
incluso por teléfono u online) pero luego cambiar de proveedor resulta 
difícil. Esa asimetría reduce la competencia, ya que el costo de cambio 
es alto. Ejemplos de ello son los mercados de televisión pagada, alarmas 
domiciliarias, telefonía. Proponemos que la regulación exija simetría en 
las condiciones de afi liación y desafi liación de sus clientes. 

5. Planes de Isapre: Actualmente las Isapres ofrecen un número enorme 
de planes que resultan difícilmente comparables entre sí, limitando así 
la competencia. A su vez, las preexistencias para enfermedades graves 
también limitan las posibilidades de cambio. Para introducir mayor com-
petencia, se propone que, adicionalmente a su oferta regular de planes, 
toda Isapre esté obligada a ofrecer un número acotado de planes que 
sean 100% comparables y que, además, incluyan cobertura de enferme-
dades catastrófi cas (las que podrían ser reaseguradas).

6. Licitación de la cartera de las AFP. Esta es una industria con importantes 
economías de escala –lo que a su vez induce alta concentración de mer-
cado– y con afi liados poco sensibles al precio (comisiones). Una forma de 
introducir más competencia es avanzar en licitar a los afi liados antiguos y 
no solo a los nuevos como ocurre en la actualidad. Esto se puede hacer 
inicialmente en forma voluntaria, donde solo los afi liados que quieran son 
licitados. Incluso podría hacerse por omisión, es decir, se licitan todos los 
afi liados antiguos a no ser que estos expresamente digan que no quieren 
ser licitados.

7. Derechos de Agua: En muchas cuencas, el sistema de derechos tran-
sables de agua no opera adecuadamente por diversas razones (Banco 
Mundial 2011, 2013). Se trata de mercados poco profundos y con serios 
problemas de asimetrías de información respecto a tenedores de dere-
chos y/o disponibilidad del recurso. No existe un catastro detallado de 
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todos los derechos vigentes, incluyendo dobles asignaciones y una parte 
relevante de los mismos no se encuentra inscrito. En las zonas donde el 
agua es escasa, se han otorgado permisos de extracción que exceden la 
recarga de los acuíferos, agudizando el problema. Se propone avanzar 
en generar un catastro completo de derechos obligando a su inscripción, 
elevar multas por el no uso de derechos no consuntivos para reducir el 
incentivo a mantenerlos con el objetivo de limitar la entrada a nuevos 
actores, e incorporar o mejorar los mecanismos de licitación allí donde 
exista exceso de demanda sobre nuevos derechos.
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